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INTRODUCCIÓN

El presente cuestionario consta de cinco secciones: legislación, planes nacionales, acceso a la justicia, presupuesto nacional e información y estadística. Estas secciones son las mismas que fueron analizadas durante la Primera Ronda de Evaluación Multilateral.

En los Estados federales, se deberá informar si existen disposiciones federales al respecto, mencionando el título de dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica. En caso de no existir disposiciones federales, informar cuántos estados de la federación cuentan con dicha normativa respecto del número total de estados miembros.

El CEVI evaluará el nivel el cumplimiento de la Convención por el Estado Parte teniendo en cuenta las respuestas al presente cuestionario, así como el informe de país y el informe de seguimiento de recomendaciones resultantes de la Primera Ronda de Evaluación Multilateral. Para ello, y en caso se presenten, también tendrá en cuenta los informes sombra presentados por organizaciones de la sociedad civil de su país.

Se adjunta para su información el Manual de Evaluación del CEVI, el que también se encuentra disponible en: http://www.oas.org/cim  

En caso de tener dudas o consultas sobre la forma de responder el presente cuestionario, por favor contactarse a mesecvi@oas.org para mayor asistencia, o vía fax al (202) 458-6094.

I. LEGISLACIÓN 

1. ¿Cómo se inserta la Convención de Belém do Pará en la legislación de su país? ¿Puede ser aplicada directamente o requiere de un mecanismo de incorporación expreso al ordenamiento nacional? En caso de que sea lo segundo, ¿se ha seguido dicho mecanismo?  De no ser así, indicar las razones.

· La Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer, fue aprobada por Resolución Legislativa Nº 26583 del 11 de marzo de 1996 y ratificada el 02 de abril del mismo año. Entró en vigencia el 04 de julio de 1996.

· Siendo la Convención un instrumento internacional de Derechos Humanos de carácter vinculante, obliga a todo Estado que la suscriba y ratifique,  a respetar su contenido, proteger los derechos en ellas reconocidos y adecuar el marco normativo interno a sus disposiciones.
· De acuerdo con el artículo 55º de la Constitución Política de 1993, los tratados y por ende, las convenciones, forman parte del derecho nacional, en el caso de los tratados de derechos humanos cuentan con rango constitucional.
· Por ello, las disposiciones de la Constitución Política de 1993, deben ser integradas con las obligaciones asumidas por el Estado Peruano en los instrumentos internacionales de derechos humanos de carácter vinculante.  Así, de conformidad con la Cuarta Disposición Final, las normas relativas a los derechos y libertades que la Constitución reconoce, se interpretan de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y  los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas materias ratificados por el Perú. 

Así lo ha reconocido el Tribunal Constitucional en su sentencia 2798-2004-HC: 

“(...) El mandato imperativo derivado de la interpretación en derechos humanos implica, entonces, que toda la actividad pública debe considerar la aplicación directa de normas consagradas en tratados internacionales de derechos humanos, así como en la jurisprudencia de las instancias internacionales a las que el Perú se encuentra suscrito.”

2. ¿Existen en la legislación nacional disposiciones que incluyan la definición de violencia contra las mujeres, distinguiéndola de la violencia intrafamiliar, familiar o doméstica, y que incluya como elementos:

a) ¿Acción, omisión o conducta contra las mujeres por su condición de ser mujeres? 

b) ¿Que tenga como resultado la muerte, daño o sufrimiento?

c) ¿Que dicho daño o sufrimiento sea físico, sexual o psicológico?

d) ¿Que las afectadas sean mujeres, niñas y adolescentes?

e) ¿Que dicha afectación se produzca tanto en el ámbito público como privado?

De existir, favor informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/
· No existe una norma con rango de ley que incluya la definición de violencia contra las mujeres, distinguiéndola de la violencia intrafamiliar, familiar o doméstica.

Actualmente se ha conformado la Comisión Especial Revisora de la Ley de Protección frente a la Violencia Intrafamiliar (CERLVIF), la que ha recibido recomendaciones y propuestas de instituciones públicas y privadas, en el sentido de modificar dicha Ley para dar paso a una Ley contra la violencia hacia las mujeres en el ámbito de la familia, o una Ley contra la violencia de género a las mujeres, tomando en cuenta las leyes brasilera y  mexicana vigentes en la región. A pesar de ello, la CERLVIF no las está tomando en cuenta.  Sería importante que las recomendaciones de la  CEVI a los Estados, enfaticen en la conveniencia de contar con leyes especiales para garantizar a las mujeres el derecho a una vida libre de violencia.
Para CLADEM-Perú y Demus estudio para la defensa de los derechos de la mujer, organizaciones que vienen participando de  las sesiones de la CERLVIF como parte de la sociedad civil,  entre los aspectos críticos del proceso, se encuentran los siguientes: 
1. No se ha logrado el acuerdo político para pasar de una Ley de protección frente a la violencia intrafamiliar a una Ley contra la violencia de las mujeres en el ámbito de la familiar,  una Ley contra la violencia de género hacia las mujeres o mejor aún a una Ley para garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia. Hay un acuerdo para que se considere de forma expresa y particular la protección de las mujeres, la infancia y las personas adultas mayores, pero en la práctica no se viene aplicando ni siquiera como principio orientador del procedimiento judicial para garantizar sus derechos;
2. Nuevamente hay resistencias para considerar como procedimiento idóneo, un procedimiento similar al de las garantías constitucionales dónde se privilegie la protección y tutela de los derechos de las víctimas. La tendencia es seguir teniendo el procedimiento civil y el procedimiento penal, dónde primero se prueban los hechos para luego brindar protección, dónde se sanciona y repara en la medida que se prueba el daño con los estándares aplicados a los procesos penales y civiles en general, sin considerar que estando antes la violación de derechos humanos se debería considerar los estándares internacionales para acceder a justicia, reparación y sanción;
3.  Se siguen considerando procesos paralelos sin considerar el proceso único que considera la creación de juzgados especializados contra la violencia de género, con magistradas/os con competencias penales, civiles y constitucionales, y
4. Si bien se están llevando a cabo audiencias regionales para consulta a la población y se han establecido comisiones de trabajo dónde participa la sociedad civil, no se informa de las demandas y propuestas producto de la consulta, y de haberlas no se incorporan en los diálogos, el debate y los acuerdos que son tomados por mayoría y no por consenso. 
Es importante tomar en cuenta, que estas resistencias y dificultades se vienen observando en los procesos de reformas de este tipo de legislación, en la región andina, como es el caso de Bolivia dónde la aprobación de la Ley del órgano judicial dejo de lado la propuesta del movimiento de mujeres de crear juzgados especializados contra la violencia hacia la mujer, aprobando la creación de juzgados especializados contra la violencia intrafamiliar, lo que no apunta a resolver el enfoque familista presente en los actuales juzgados de familia competentes según la Ley 1674.
· Sí se cuentan con normas de nivel ministerial que incluyen la definición de Violencia contra la Mujer.  A nivel del Ministerio de Salud, se cuenta con las “Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva”, aprobadas mediante Resolución Ministerial N° 668-2004 / MINSA del 21 de Junio de 2004, que debe ser aplicada en los servicios de Salud Sexual y Reproductiva de todos los establecimientos de salud a nivel nacional.  

Esta Guía establece un Protocolo sobre Violencia contra la Mujer y Violencia sexual.  Define Violencia contra la Mujer como: “cualquier acto de fuerza física o verbal, coerción o privación que atente contra la vida de una mujer  o niña, causando daño físico o psicológico, humillación o privación arbitraria de la libertad y que perpetúe la subordinación de la mujer….”  El concepto de violencia es entendido como violencia basada en género (VBG), pero se diferencia de la violencia intrafamiliar  que es de cuatro tipos: física, psicológica o emocional, económica y sexual. 

· También se tiene la “Guía Técnica para la Atención Integral de las personas afectadas por la Violencia basada en Género”, aprobada mediante Resolución Ministerial Nº 141-2007/MINSA del 13 de Febrero de 2007, que es aplicación obligatoria a nivel nacional por parte del personal de salud de primer, segundo y tercer nivel de atención.

Esta Guía recoge como uno de sus conceptos básicos la Violencia contra la Mujer a través del ciclo de vida: 

- Pre-natal
Interrupción selectiva del embarazo; violencia durante el embarazo con efectos sobre el recién nacido.

- Infancia

Infanticidio femenino; abuso físico, sexual y psicológico.

- Niñez
Matrimonio infantil; abuso físico, sexual y psicológico;  incesto; prostitución infantil y pornografía.

- Adolescencia
Violencia durante el enamoramiento y el noviazgo (ejemplo: alteración de bebidas y violaciones); sexo forzado por razones económicas (ejemplo: niñas estudiantes que tienen relaciones sexuales con adultos a cambio de favores); incesto; suicidio.

- Adultez
Abuso sexual en el sitio de trabajo; violaciones; acosamiento sexual; prostitución y pornografía forzada; trafico de mujeres; violencia conyugal; violencia marital; abuso y homicidio conyugal; abuso psicológico; abuso de mujeres discapacitadas; suicidio por situaciones de depresión y ansiedad productos de la violencia.

- Vejez
Suicidio forzado u homicidio por diversas razones; abuso físico sexual y psicológico.

3. ¿Existen en su legislación disposiciones civiles, penales o administrativas que prevengan, sancionen o erradiquen las siguientes formas de violencia:

a) Violencia física?

b) Violencia psicológica?

c) Violencia sexual? 

d) Violencia patrimonial o económica?

e) Otros tipos de violencia? Especificar:….........................................


En caso afirmativo, favor informar sobre: 

· su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo los artículos que definan la violación sexual.
· si entre los perpetradores se cuenta a los particulares y a los agentes del Estado
/.

· si existe alguna forma de reparación para las víctimas.

· La Ley de Protección contra la Violencia Familiar  (Ley Nº 26260) fue publicada el 24 de diciembre de 1993  en el Diario Oficial “El Peruano” y entró en vigor al día siguiente de su publicación. Se promulga con la intención de establecer la política del Estado y de la sociedad frente a la Violencia Familiar, así como las medidas de protección que correspondan.  Se señalaron una serie de acciones con el fin de eliminar la violencia, las que involucraban  a diferentes sectores de la sociedad:  Ministerio de Educación, Ministerio de Salud, Ministerio del Interior, Ministerio de Justicia, Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (antes PROMUDEH), Ministerio Público, Poder  Judicial, Gobiernos Locales, entre otros. Esta norma ha sido  modificada en varias oportunidades, incluyendo su definición de violencia familiar.
Actualmente, el Texto Único Ordenado de la la Ley 26260 define la Violencia Familiar como: “cualquier acción u omisión que cause daño físico o psicológico o sexual, maltrato sin lesión, inclusive la amenaza o coacción graves y/o reiteradas, así como la  violencia sexual, que se produzcan entre: 

a) Cónyuges;

b) Ex – cónyuges;

c) Convivientes; 

d) Ex – convivientes;

e) Ascendientes; 

f) Descendientes;

g) Parientes colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad; 

h) Quienes habitan en el mismo hogar, siempre que no medien relaciones contractuales o laborales
i) Quiénes hayan procreado hijos en común, independientemente que convivan o no, al momento de producirse la violencia”

· La Ley General de Salud (Ley Nº 26842)  fue publicada el 20 de Julio de 1997 en el Diario Oficial “El Peruano” y entró en vigor al día siguiente de su publicación.  Reconoce las consecuencias de la violencia familiar en la salud de las personas, el artículo 11º señala que: “Toda persona tiene derecho a la recuperación, rehabilitación y promoción de su salud mental (…) la  violencia familiar se considera un problema de salud mental y su atención es  responsabilidad primaria de la familia y del Estado”  La negativa a la atención por parte del personal de salud puede dar lugar a denuncias administrativas y penales contra las personas a  la que deben brindar los servicios.

· El Código de los Niños y Adolescentes (Ley Nº 27337) fue publicado el 02 de Agosto de 2000 en el Diario Oficial “El Peruano” y entró en vigor al día siguiente de su publicación.  Reconoce el derecho de todo niño/a y adolescente al “respeto de su integridad moral, psíquica y física y a su libre desarrollo y bienestar, no pudiendo ser sometidos a tortura, ni a trato cruel o degradante” (artículo 4º)  También establece que el niño/a o el adolescente víctimas de maltrato físico, mental o de violencia sexual merecen que se les brinde atención integral, mediante programas que promuevan su recuperación física y psicológica que estarán a cargo del Sector Salud y deberán involucrar necesariamente a la familia (artículo 38º).
· En el marco de la Reforma del Estado, la Ley Orgánica de Gobiernos Regionales establece como una de las funciones específicas en materia de desarrollo social e igualdad de oportunidades, la formulación de políticas, así como la facultad de regular, dirigir, ejecutar, promover, supervisar y controlar las acciones orientadas a la prevención de la violencia política, familiar y sexual (artículo 60º inciso c). La Ley N° 27867 fue publicada el 18 de Noviembre de 2002 en el Diario Oficial “El Peruano” y entró en vigor al día siguiente de su publicación.

· La Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual (Ley Nº 27942)  fue publicada el 27 de Febrero de 2003 en el Diario Oficial “El Peruano” y entró en vigor al día siguiente de su publicación. Su objeto es prevenir y sancionar el hostigamiento sexual (que es definido como una forma de violencia sexual), producido en las relaciones de autoridad o dependencia, cualquiera sea la forma jurídica de esta relación.  Define el Hostigamiento sexual Típico o Chantaje Sexual como “la conducta física o verbal reiterada de naturaleza sexual no deseada y/o rechazada, realizada por una o más personas que se aprovechan de una posición de autoridad o jerarquía o cualquier otra situación ventajosa, en contra de otra u otras, quienes rechazan estas conductas por considerar que afectan su dignidad así como sus derechos fundamentales”  En este caso, el perpetrador puede ser un agente del Estado.
· El Código Penal (Decreto Legislativo Nº 635)  fue publicada el 08 de Abril de 1991 en el Diario Oficial “El Peruano” y entró en vigor al día siguiente de su publicación.  El Libro Segundo Parte Especial Delitos, recoge en el Título IV, Capítulo IX, los llamados delitos de Violación de la Libertad Sexual, comprendiendo la violación sexual, la seducción, los actos contra el pudor, las exhibiciones y publicaciones obscenas y la pornografía infantil.
Ha sido modificado en varias oportunidades, con la finalidad de ampliar la concepción respecto al  delito de violación sexual y establecer mayor severidad en las penas para las personas que cometen delitos contra la libertad sexual, sobretodo cuando las víctimas son menores de edad:
· Ley 26293 (11/02/1994).- Modifica los artículos 170° a 174° y 176° a 177° y se añade el artículo 178-Aº

· Ley 26357 (23/09/1994).- Modifica el artículo 175°

· Ley 26788 (16/05/1997).- Añade artículos 121-Aº y 122-Aº

· Ley 27115 (17/05/1999).-  Modifica el artículo 178°
· Ley 27459 (26/05/2001).-  Modifica los artículos 176°-A y 183° 

· Ley 27507 (13/07/2001).- Restablece el texto de los artículos 173° y 173°-A y prohíbe el indulto en caso de violación sexual.

· Ley 28251 (08/06/2004).- Modifica los artículos 170° a 176°-A y 179° a 183°-A e incorpora los artículos 179°-A, 181°-A, 182°-A, a los Capítulos IX, X y XI del Título IV del Libro Segundo

· Ley 28704 (05704/2006).- Modifica artículos 170°, 171°, 172°, 173°, 173°-A, 174°, 176°, 176°-A, relativos a los delitos contra la libertad sexual y excluye a los sentenciados de los derechos de gracia, indulto y conmutación de la pena

El artículo 170° del Código Penal define la Violación sexual: “El que con violencia o grave amenaza, obliga a una persona a tener acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de ocho años.   La pena será no menor de doce ni mayor de dieciocho años e inhabilitación conforme corresponda: 1) Si la violación se realiza a mano armada o por dos o más sujetos.  2)  Si para la ejecución del delito se haya prevalido de cualquier posición o cargo que le dé particular autoridad sobre la víctima, o de una relación de parentesco por ser ascendiente, cónyuge de éste, descendiente o hermano, por naturaleza o adopción o afines de la víctima.  3) Si fuere cometido por personal perteneciente a las Fuerzas Armadas, Policía Nacional del Perú, Serenazgo, Policía Municipal o vigilancia privada, en ejercicio de su función pública.  4) Si el autor tuviere conocimiento de ser portador de una enfermedad de transmisión sexual grave.  5) Si el autor es docente o auxiliar de educación del centro educativo donde estudia la víctima.  Las penas son más severas en caso el perpetrador sea un agente del Estado.

En casos de Violación sexual de menor, el artículo 173º establece sanciones mayores: 1) Si la víctima tiene menos de diez años, la pena será de cadena perpetua.  2)  Si la víctima tiene entre diez años de edad y menos de catorce, la pena será no menor de treinta años ni mayor de treinta y cinco.    3) Si la víctima tiene entre catorce años de edad y menos de dieciocho, la pena será no menor de veinticinco ni mayor de treinta años. Si el agente tuviere cualquier posición, cargo o vínculo familiar que le de  particular autoridad sobre la víctima o le impulse a depositar en él su confianza, la pena para los sucesos previstos en los incisos 2 y 3, será de cadena perpetua

El artículo 174° regula la Violación de persona bajo autoridad o vigilancia: “El que, aprovechando la situación de dependencia, autoridad o vigilancia tiene acceso carnal con una persona por vía vaginal, anal o bucal, o realiza otros  actos análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, a una persona colocada en un hospital, asilo u otro establecimiento

similar o que se halle detenida o recluida o interna, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de siete ni mayor de diez años e inhabilitación de dos a cuatro años, conforme al artículo 36, incisos 1, 2 y 3”

El artículo 176º regula los Actos contra el pudor: “El que sin propósito de tener acceso carnal regulado por el artículo 170°, con violencia o grave amenaza, realiza sobre una persona u obliga a ésta a efectuar sobre sí misma o sobre tercero, tocamientos indebidos en sus partes íntimas o actos libidinosos contrarios al pudor, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor de cinco años. La pena será no menor de cinco ni mayor de siete: 1)  Si el agente se encuentra en las agravantes previstas en el artículo 170º incisos 2, 3 y 4   2) Si la víctima se hallare en los supuestos de los Artículos 171º y 172º     3) Si el agente tuviere la condición de docente, auxiliar u otra vinculación académica que le confiere autoridad sobre la víctima.

4. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la trata nacional e internacional de personas, incluso mujeres? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Protocolo de Palermo y se regulan en forma separada de la figura de prostitución forzada?

De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/
La legislación peruana, respecto al tema de trata, tiene las siguientes disposiciones:

· Ley Nº28950, “Ley contra la trata de personas y el tráfico ilícito de Migrantes”
Fue aprobada el 12 de enero de 2007 y publicada en el diario oficial El Peruano el 17 de enero de 2007, la misma que entró en vigencia al siguiente día de su publicación.  Modifica los artículos 153º y 153º-A del Capítulo I, Violación de la Libertad Personal del Título IV, Delitos Contra la Libertad, del Libro Segundo del Código Penal.

Esta ley tiene tres aspectos relevantes: la prevención, la persecución - sanción y la asistencia integral a las personas víctimas de trata (no se considera a las mujeres en particular, como lo hace en el caso de personas menores de 18 años de edad);  implica a víctimas de explotación sexual,  laboral, tráfico de órganos o tejidos humanos, mendicidad y otras formas de explotación, así como a las de tráfico ilícito de migrantes.

Las penas son drásticas para los tratantes, las mismas que van desde los 8 años hasta la cadena perpetua (la mayor pena considerada en nuestro ordenamiento jurídico penal) en caso de agravantes, de acuerdo a lo señalado en los artículos siguientes:

Artículo 153º del Código Penal.- Trata de personas. El que promueve, favorece, financia o facilita la captación, transporte, traslado, acogida, recepción o retención de otro, en el territorio de la República o para su salida o entrada del país, recurriendo a: la violencia, la amenaza u otras formas de coacción, la privación de libertad, el fraude, el engaño, el abuso del poder o de una situación de vulnerabilidad, o la concesión o recepción de pagos o beneficios, con fines de explotación, venta de niños, para que ejerza la prostitución, someterlo a esclavitud sexual u otras formas de explotación sexual, obligarlo a mendigar, a realizar trabajos o servicios forzados, a la servidumbre, la esclavitud o prácticas análogas a la esclavitud u otras formas de explotación laboral, o extracción o tráfico de órganos o tejidos humanos; será reprimido con pena privativa de libertad no menor de ocho ni mayor de quince años.
La captación, transporte, traslado, acogida, recepción o retención de niño, niña o adolescente con fines de explotación se considerará trata de personas incluso cuando no se recurra a ninguno de los medios señalados en el párrafo anterior.

Artículo 153º-A del Código Penal.- Formas agravadas de la Trata de Personas:   La pena será no menor de doce ni mayor de veinte años de pena privativa de libertad e inhabilitación conforme al artículo 36º incisos 1, 2, 3, 4 y 5 del Código Penal, cuando:

1. El agente comete el hecho abusando del ejercicio de la función pública;

2. El agente es promotor, integrante o representante de una organización social, tutelar o empresarial, que aprovecha de esta condición y actividades para perpetrar este delito;

3. Exista pluralidad de víctimas;

4. La víctima tiene entre catorce y menos de dieciocho años de edad o es incapaz;

5. El agente es cónyuge, conviviente, adoptante, tutor, curador, pariente hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad, o tiene a la víctima a su cuidado por cualquier motivo o habitan en el mismo hogar.

6. El hecho es cometido por dos o más personas.

La pena será privativa de libertad no menor de 25 años, cuando:

1. Se produzca la muerte, lesión grave o se ponga en inminente peligro la vida y la seguridad de la víctima.

2. La víctima es menor de catorce años de edad o padece, temporal o permanentemente, de alguna discapacidad física o mental.

3. El agente es parte de una organización criminal.”
· Decreto Supremo Nº007-2008-IN, Reglamento de la Ley Nº 28950 – Ley contra la trata de personas y el tráfico ilícito de migrantes. 

Aprobada el 29 de noviembre de 2007 y publicada el 30 de noviembre de 2007, entrando en vigencia al día siguiente de ser publicada.

Esta norma, establece responsabilidades de las distintas instituciones del Estado para promover y ejecutar medidas orientadas a afrontar dichos actos ilegales en el país; así como, desarrollar medidas preventivas y de asistencia teniendo en cuenta el enfoque de género y derechos humanos.

Ambas normas  se ajustan  a las disposiciones del Protocolo de Palermo.

El término “prostitución forzada”, como tal, no es un tipo penal y tampoco se encuentra incluido en las normas mencionadas

5. ¿Se incluyen en la legislación disposiciones para la prevención y sanción de la prostitución forzada? ¿Se encuentran dichas disposiciones de acuerdo al Estatuto de Roma que crea la Corte Penal Internacional y en forma separada de la figura de trata de personas, incluso mujeres?

De existir, favor de informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir dichas disposiciones en la legislación nacional?
/
Como se  mencionó en líneas anteriores, la figura de prostitución forzada no es un tipo penal como tal. 

Sin embargo, la Ley Nº 28251 aprobada el 17 de mayo de 2004, publicada el 7 de junio de 2004 y vigente desde el día siguiente de su publicación, que modifica el Código Penal en su artículo 181º, establece la figura penal del proxenetismo, que sanciona a quien compromete, seduce o sustrae a una persona para entregarle a otro, con el objeto de tener acceso carnal.  Las penas van desde los 3 años hasta los 12 años como máximo, siendo una de sus agravantes cuando el agente emplea violencia, amenaza, abuso de autoridad u otro medio de coerción.  De manera que, se colige que las penas por proxenetismo no son tan elevadas, como sí lo son para el delito de trata.

La Ley Nº 28251 también regula el artículo 179º del Código Penal, referido al delito de Favorecimiento a la prostitución, que sanciona a quien promueve o favorece la prostitución de otra persona. Las penas van desde los 4 años hasta los 12 años en su forma agravante.  En el artículo 180º del Código Penal se regula el delito de Rufianismo, que sanciona a quien explota la ganancia obtenida por una persona que ejerce la prostitución, con penas que van desde los 3 años hasta los 12 años en su forma agravante; asimismo, incorpora el tipo penal del Usuario – Cliente, en el artículo 179º del Código Penal – A, que sanciona con pena privativa de libertad desde los 4 hasta los 6 años, al que mediante una prestación económica o ventaja de cualquier naturaleza tiene acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos, introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, con una persona de 14 y menor de 18 años. 

El Estatuto de Roma reconoce a la prostitución forzada como un crimen de lesa humanidad. Sin embargo, la legislación peruana que solo cuenta con la figura de proxenetismo,  no lo considera de tal magnitud, dándole penas más benevolentes y siendo discordante con lo que señala el Estatuto de Roma.

El tipo penal de proxenetismo, se encuentra en norma distinta que el delito de trata de personas. Mientras que el delito de trata se encuentra regulado en una ley y goza de un reglamento especial, el proxenetismo se encuentra contemplado en la Ley Nº 28251.

Uno de los avances en el tema de prostitución fue la contribución que hizo la red FRESIA en el tema del usuario-cliente. Dicha red estuvo conformada, en un inicio, por diversas organizaciones de la sociedad civil y del Estado. El objetivo fue visibilizar y sensibilizar, al Estado, acerca del problema de la explotación sexual (trata sexual y prostitución) en personas menores de 18 años de edad.

Con la posterior aprobación de la figura penal del Usuario – Cliente, se logró que sean objeto de sanción las personas que contratan los servicios sexuales de mayores de 14 y menores de 18 años de edad, lo que significó un gran avance para la identificación de uno de los actores en la demanda del comercio sexual. 

Asimismo, consideramos que está pendiente un estudio que determine si violadores sexuales contra personas entre 14 y 18 años, son procesados por este tipo penal, en lugar del tipo violación sexual vigente
6. ¿Se encuentra sancionado el acoso sexual en los ámbitos:

a) laboral?

b) de salud?
c) educativo?

d) en otros ámbitos? Especificar:
De existir, favor informar sobre dicha disposición, su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica, incluyendo el tipo de sanción.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?
/
En el Perú no existe el delito de acoso sexual como tal.

Se debe señalar que existen dos modalidades de Acoso Sexual, el primero denominado “acoso sexual por chantaje” y el segundo “ambiente hostil”. El primero supone una relación jurídica de jerarquía, es decir entre un superior y un subordinado y comporta una serie de   insinuaciones sexuales, verbales, físicas o de otro tipo. Este tipo de acoso se encuentra regulado por la Ley Nº 27942, “Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual”, que fue  publicada  el 27 de Febrero de 2003 y entró en vigencia al día siguiente de su publicación.  Establece sanciones administrativas para quien cometa este tipo de actos. 

En el segundo supuesto no existe una relación jerárquica o de dependencia entre el acosador y la persona acosada. En este caso el que hostiga no puede ofrecer una recompensa o causar daño directo a la persona pero si puede crear un ambiente hostil. El hostigador en este caso puede ser, por ejemplo, un compañero de trabajo o de estudio. Este tipo de acoso no se encuentra regulado en la norma de Hostigamiento Sexual.

La Ley Nº 27942 define el Hostigamiento sexual Típico o Chantaje Sexual como “la conducta física o verbal reiterada de naturaleza sexual no deseada y/o rechazada, realizada por una o más personas que se aprovechan de una posición de autoridad o jerarquía o cualquier otra situación ventajosa, en contra de otra u otras, quienes rechazan estas conductas por considerar que afectan su dignidad así como sus derechos fundamentales”

Su objeto es prevenir y sancionar el hostigamiento sexual producido en las relaciones de autoridad o dependencia, cualquiera sea la forma jurídica de esta relación, teniendo diferente ámbitos de aplicación:

1. En Centros de Trabajo públicos y privados: a los trabajadores o empleadores, al personal de dirección o de confianza, al titular,  asociado, director, accionista o socio de la empresa o institución; asimismo, a los funcionarios o servidores públicos cualquiera sea su régimen laboral.

2. En Instituciones Educativas: a los promotores, organizadores, asesores, directores, profesores, personal administrativo, auxiliar o de servicios de los centros y programas educativos, institutos superiores sean públicos, privados, comunales, cooperativos parroquiales u otros, cualquiera sea su régimen o forma legal. 

3. En Instituciones Policiales y Militares: al personal policial y militar, al personal civil que trabaja dentro de dichas instituciones, personal de servicio o auxiliar y a los terceros que prestan servicios para tales entidades bajo el ámbito del Código Civil o la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado.

4. A las demás personas intervinientes en las relaciones de sujeción no reguladas por el derecho laboral, tales como la prestación de servicios sujetas a las normas del Código Civil, la formación de aprendices del Servicio Nacional de Adiestramiento en Trabajo Industrial (SENATI), los programas de Capacitación para el trabajo, el acceso a centros de educación superior, y otras modalidades similares.

La Ley Nº 27942 fue reglamentada mediante Decreto Supremo Nº 010-2003-MIMDES: “Reglamento de la Ley de Prevención y Sanción del Hostigamiento Sexual”, que entró en vigencia el 27 de Noviembre de 2003.   Este dispositivo regula el procedimiento de investigación, que se inicia con la interposición de una queja y de la adopción de medidas cautelares.  Además establece el ámbito de aplicación de la ley y señala que se encuentran comprendidos dentro de las disposiciones, todas aquellas relaciones sujetas al régimen laboral privado, los trabajadores y socios trabajadores de las empresas de servicios, las Cooperativas, las relaciones sujetas al régimen laboral privado en las entidades educativas privadas, de acuerdo a lo establecido en el último párrafo del artículo 17º de la Ley. Asimismo, deberá incluir a los contratados por prácticas pre-profesionales, convenios de formación y contrato de aprendizaje. 

El reglamento regula específicamente los procedimientos por hostigamiento sexual ocurridos en entidades educativas públicas y privadas y en las Fuerzas Armadas y Policiales.

La Ley de Igualdad de Oportunidades entre mujeres y  hombres (Ley Nº 28983), publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 16 de Marzo de 2007, reconoce como uno de los lineamientos del Poder Ejecutivo, Gobiernos Regionales y Gobiernos Locales:  “Garantizar el derecho a un trabajo productivo, ejercido en condiciones de libertad, equidad, seguridad y dignidad humana, incorporando medidas dirigidas a evitar cualquier tipo de discriminación laboral, entre mujeres y hombres, en el acceso al empleo, en la formación, promoción y condiciones de trabajo, y en una idéntica remuneración por trabajo de igual valor. Se incluye entre los derechos laborales la protección frente al hostigamiento sexual y la armonización de las responsabilidades familiares y laborales” (artículo 6º inciso f).

En el ámbito laboral,  el Texto Único Ordenado del Decreto Legislativo N° 728 - Ley de Productividad y Competitividad Laboral (Decreto Supremo Nº 003-97-TR),  aprobado el 21 de Marzo de 1997, regula los actos de hostilidad,  reconociendo como uno de ellos a los actos contra la moral y todos aquellos que afecten la dignidad del trabajador.  Sin embargo, luego de la dación de la Ley Nº 27942, los actos de hostigamiento sexual se investigan y sancionan conforme a  la ley de la materia.
7. ¿Se encuentra tipificada como delito específico la violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho? Favor de especificar si:

a) Se tipifica como delito la violación sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho. 
b) Se tipifican otras formas de violencia sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho.
De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir este delito en la legislación nacional?

La violación sexual dentro del matrimonio y de la unión de hecho se encuentra tipificada como delitos específicos, más no otras formas de violencia sexual.

La Ley Nº 28704, publicada el 05 de Abril de 2006 y que entró en vigencia al día siguiente de su publicación, modificó el artículo 170º del Código Penal, estableciendo que:
 “Artículo 170º.- Violación sexual.  El que con violencia o grave amenaza, obliga a  una persona a tener acceso carnal por vía vaginal, anal o bucal o realiza otros actos análogos introduciendo objetos o partes del cuerpo por alguna de las dos primeras vías, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de seis ni mayor de ocho años.  Este párrafo se aplica a la violación sexual en uniones de hecho.

La pena será no menor de doce ni mayor de dieciocho años e inhabilitación conforme corresponda:

1. Si la violación se realiza a mano armada o por dos o más sujetos.

2. Si para la ejecución del delito se haya prevalido de cualquier posición o cargo que le dé particular autoridad sobre la víctima, o de una relación de parentesco por ser ascendente, cónyuge de éste, descendiente o hermano, por naturaleza o adopción o afines de la víctima.  Se aplica a la violación sexual dentro del matrimonio.

3. Si fuere cometido por personal perteneciente a las Fuerzas Armadas, Policía Nacional del Perú, Serenazgo, Policía Municipal o vigilancia privada, en ejercicio de su función pública.

4. Si el autor tuviere conocimiento de ser portador de una enfermedad de transmisión sexual grave.

5. Si el autor es docente o auxiliar de educación del centro educativo donde estudia la víctima.
8. ¿Existe una prohibición expresa en su legislación para el uso de métodos de conciliación, mediación o cualquier otro que busque la solución extrajudicial de la violencia contra las mujeres, niñas y adolescentes? 

De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

En caso de no existir, informar si existe ley sustantiva, procesal o jurisprudencia sobre estos métodos, y qué pasos se han tomado para su eliminación 
/.
Actualmente, no existen normas que reglamenten métodos para la solución extrajudicial  de la violencia contra la mujer, niñas y adolescentes, sin embargo la Ley 26260 Ley de protección contra la violencia intrafamiliar todavía permite la conciliación en sede judicial. Esperamos que la Comisión Especial Revisora de la Ley de protección contra la violencia intrafamiliar considere su eliminación, la que lamentablemente no está siendo demandada por institución estatal o de sociedad civil alguna.
Sin embargo, debemos considerar que existe una norma específica que regula la Conciliación, que es la Ley Nº 26872, que ha sido modificada por el Decreto Legislativo Nº 1070, publicado el 28 de Junio de 2008 en el Diario Oficial “El Peruano” y que entró en vigor al día siguiente, que establece que en materia de familia, solamente son conciliables aquellas pretensiones sobre las cuales las partes tengan libre disposición, por lo cual la conciliación en casos de violencia familiar no sería procedente.

Este mismo Decreto Legislativo modificó el artículo 324º del Código Procesal Civil, señalando que la Conciliación se llevará a cabo ante un Centro de Conciliación, por lo cual se deroga la conciliación intraprocesal.   Dado que la Violencia Familiar se regula por las normas del Código de los Niños y Adolescentes y el Código Procesal Civil, también se aplicaría este dispositivo al caso, por lo cual, por analogía,  no debería realizarse conciliación en los procesos judiciales de violencia familiar.
9. ¿Existen disposiciones que tipifiquen el femicidio
 como delito? En caso de que no estuviese tipificado, ¿la ley recoge los elementos del femicidio como agravante de homicidio?
De existir, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluirlo en la legislación nacional?
/
En el Perú, el femicidio y feminicidio no están tipificados como delitos. Asimismo, el femicidio  tampoco está tipificado como agravante, existen circunstancias que agravan las penas de homicidio pero no necesariamente por tratarse del femicidio.

En el Congreso de la República, hay más de un proyecto de ley para tipificar el feminicidio como delito. Se busca sancionar el que la pareja o ex pareja hombre que mata a la pareja mujer. No incluye a personas del mismo sexo.
10. ¿Existen disposiciones en la legislación nacional que tipifiquen como delito la violencia contra las mujeres proveniente desde el Estado? En este sentido, ¿existen disposiciones en su legislación que:

a) sancione la violencia sexual cometida durante los conflictos armados?
/
b) sancione la violencia como tortura, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad?
/
c) sancione la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado?
De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional?

En la actualidad nuestra legislación interna no cuenta con un tipo penal específico que sancione la violencia sexual cometida en conflictos armados, tortura, crimen de guerra y crimen de lesa humanidad. 
En octubre de 2007, se reactivo el proyecto de Ley  Nº 1717/2007/CR, que plantea la tipificación de los “Delitos contra el derecho Internacional de los derechos humanos y el derecho internacional humanitario”, incluyendo tipificación expresa sobre violencia sexual. Sin embargo, hasta la fecha, esta propuesta no ha sido aprobada por el Congreso, dejando de lado esta importante legislación y la adecuación al Estatuto de Roma y a los Convenios de Ginebra en su conjunto. La comisión de justicia reconsideró el dictamen a favor de este proyecto de ley y no ha vuelto a colocar en agenda la elaboración y aprobación de un nuevo dictamen.
Con relación a si existen sanciones para la violencia contra las mujeres cometida en los hospitales, centros educativos, centros de privación de libertad y otras instituciones del Estado, el artículo 174 del Código penal, establece  la violación sexual de persona bajo autoridad o vigilancia aplicable a personas que se encuentran en las mencionadas instituciones estatales: 

Artículo 174.- Violación de persona bajo autoridad o vigilancia 

El que, aprovechando la situación de dependencia, autoridad o vigilancia practica el acto sexual u otro análogo con una persona colocada en un hospital, asilo u otro establecimiento similar o que se halla detenida, recluida o interna, será reprimido con pena privativa de libertad no menor de 5 ni mayor de 8 años e inhabilitación de dos a cuatro años, conforme al artículo 36, incisos 1, 2 y 3 (*)

(*) Artículo vigente conforme a la modificación establecida por el Artículo 1 de la Ley Nº 26293 publicado el  14-02-94

Asimismo, existen artículos en el Código Penal que sancionan a funcionarios del Estado que, teniendo a su cargo menores o incapaces, se aprovechan de su posición y cometen actos de abuso hacia ellos. No existe una norma similar en el caso de las mujeres.
11. ¿Existen disposiciones que protejan los derechos sexuales y reproductivos de las mujeres? En este sentido:
a)
¿Existen disposiciones que tipifiquen como delito la violencia obstétrica?
/ 

b)
¿Se sanciona a las/los funcionarios/as públicos/as y profesionales que impiden a las mujeres atender adecuadamente su salud sexual y reproductiva?
c)
¿Se encuentra despenalizado el aborto por violación?
d)
¿Se encuentra despenalizado el aborto terapéutico?
/
e)
¿Sanciona la legislacion la esterilización forzada?
f)
¿Sanciona la legislacion la inseminación artificial no consentida?

g)
¿Existen disposiciones que garanticen a las mujeres el acceso libre a la anticoncepcion de emergencia?
h)
¿Se proveen  cuidados y tratamientos de profilaxia de emergencia para  VIH y otras enfermedades de transmisión sexual, especialmente en casos de violencia sexual?
i)
¿Cómo se garantiza el ejercicio de estos derechos?
De existir estas disposiciones, favor de informar sobre su fecha de adopción, su fecha de entrada en vigor y el texto de la disposición específica.

De no existir, ¿qué medidas se han tomado para incluir estas provisiones en la legislación nacional?

La Ley de Igualdad de Oportunidades entre mujeres y  hombres (Ley Nº 28983), publicada en el Diario Oficial “El Peruano” el 16 de Marzo de 2007, reconoce legalmente los derechos sexuales y los derechos reproductivos, como tales, aunque no los desarrolla.
La Constitución Política vigente  reconoce que la dignidad de la persona humana es el fin supremo de la sociedad y el Estado (artículo 1), así como, el derecho de toda persona a  la vida, a su identidad, a su integridad moral, psíquica y  física y a su libre desarrollo y bienestar (artículo 2º numeral 1).  Consideramos que el reconocimiento de estos principios  y derechos constituyen el marco jurídico constitucional que ampara el reconocimiento y la exigibilidad de los derechos sexuales y los derechos reproductivos.  También establece como un objetivo de la Política Nacional de Población, el difundir y promover la paternidad y maternidad responsables, reconociendo el derecho de las personas a decidir, para lo cual el Estado debe asegurar los programas de educación y la información adecuados y el acceso a los medios, que no afecten la vida o la salud (artículo 6º).

Existen otras normas de rango de ley que también desarrollan el tema, como la Ley General de Salud (Ley Nº 26842), que reconoce el derecho de las personas al libre acceso a las prestaciones de salud y a ser debidamente informado sobre medidas y prácticas de salud  reproductiva (artículo 5º).  
A nivel sectorial, se cuenta con las Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva, aprobadas mediante Resolución Ministerial Nº  668-2004-MINSA, del 21 de Junio de 2004. Este documento contiene los métodos, técnicas y servicios que contribuyen con la salud y el bienestar reproductivo; por ello es que los contenidos están orientados a “mejorar la capacidad resolutiva de los servicios de salud de la mujer (…) y a contribuir a reducir la mortalidad perinatal”  
Estas Guías parten de una concepción de derechos humanos y definen la salud como un derecho humano reconocido en múltiples convenciones y tratados internacionales.  Los Derechos Sexuales y Reproductivos son definidos como parte del derecho a la salud y como parte de los Derechos Humanos; por ello están protegidos por la legislación internacional referente a Derechos Humanos y al Derecho a la Salud.  También define Género y lo diferencia claramente del concepto de sexo; define los roles de género y establece la necesidad de prestar atención de la salud sexual y reproductiva aplicando un enfoque de género, para reducir las inequidades a las que están sometidas las mujeres y reducir además la morbimortalidad en la mujer.

En materia de reconocimiento de los derechos sexuales, nos parece importante advertir de los impactos negativos en el reconocimiento y ejercicio de los derechos sexuales de las y los adolescentes, suscitados al haberse incrementado la edad para prestar consentimiento sexual de 14 a 18 años (Ley 27804. art 173.3 Código Penal). 
A pesar que en la actualidad existen cuatro proyectos de ley
 que buscan despenalizar
 las relaciones sexuales consentidas entre y con adolescentes entre los 14 y 18 años de edad, este tema no ha sido prioritario en la discusión del Congreso de la República durante el año 2009, con lo cual ello sigue vigente en el ordenamiento legal con efectos adversos en la salud sexual y reproductiva de las y los adolescentes.

Esta ley inconstitucional vulnera un conjunto de derechos que viene siendo garantizados por nuestra legislación en el campo de los derechos civil, donde los/as adolescentes pueden contraer matrimonio a partir de los 16 años, tienen la posibilidad de  reconocer a los hijos, reclamar  alimentos y plantear la tenencia a partir de los 14 años. 

A esta grave situación, se suma la problemática que viene generando la vigencia del artículo 30° de la Ley General de Salud, que obliga a los médicos y médicas a denunciar hechos considerados delictivos, como son los casos de violación sexual, situación que vulnera el derecho fundamental al secreto profesional. 

Si el Código penal tipifica como delito toda relación sexual de los y las  adolescentes sea consentidas o no, esto conlleva a convertir en ilegales las atenciones de salud hacia los adolescentes. En otras palabras, al colocarse la actividad sexual de los y las adolescentes menores de 18 años al margen de la ley, también se produce el resultado adverso de volver ilegales las atenciones de salud sexual y reproductiva que no están orientadas a la abstinencia sexual, entre ellos los servicios de prevención del embarazo y de infecciones de transmisión sexual. Incluso, está colocando en riesgo la atención institucionalizada del control pre – natal y el parto, debido a que el embarazo se convierte en la prueba del delito y con ello el inicio de proceso legal sea para la mujer embarazada  o su pareja.
Tal como lo señala el MINSA
, esta incoherencia en el ordenamiento jurídico peruano en la regulación del ejercicio de la libertad sexual de los/as adolescentes mayores de catorce años hace urgente y necesario que el Estado, en aplicación del principio del interés superior del niño, garantice el acceso a servicios de prevención y atención en SSR/VHI/SDA para las y los adolescentes.  

En este sentido:

a)
¿Existen disposiciones que tipifiquen como delito la violencia obstétrica?
/ 


No se cuenta con dispositivos que tipifiquen este delito

b)
¿Se sanciona a las/los funcionarios/as públicos/as y profesionales que impiden a las mujeres atender adecuadamente su salud sexual y reproductiva?


No existen sanciones expecíficas para estos casos, pero las mujeres tienen derecho a presentar una queja o reclamo en la Defensoría del Pueblo o en la Oficina de Defensoría de la Salud del propio Ministerio.


Las Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva (aprobadas mediante Resolución Ministerial Nº  668-2004-MINSA del 21 de Junio de 2004) y el Manual de Orientación y Consejería en Salud Sexual y Reproductiva del MINSA (aprobadas mediante Resolución Ministerial Nº  290-2006-MINSA del 20 de Marzo de 2006)  si establecen pautas para brindar un servicio de atención a las mujeres, con calidad y calidez, que deberían ser de cumplimiento obligatorio por todo el personal de salud.  Sin embargo, no se mencionan las sanciones administrativas en caso de incumplimiento.


Del mismo modo el Reglamento de Establecimientos de Salud y Servicios Médicos de Apoyo, aprobado mediante Decreto Supremo 013-2006-SA del 23 de Junio de 2006, establece la obligación de evaluación periódica de los establecimientos y servicios médicos, para determinar si cumple con prestar servicios de calidad, a fin de identificar las deficiencias (Título Cuarto).

Si bien no existe una ley que sanciona a los profesionales de la salud cuando estos impiden que mujeres se atiendan en servicios de salud, si existe una norma que los sanciona si no cumplen con informar a la autoridad competente la existencia de un delito. 

            El artículo 30° de la Ley General de Salud establece la obligación de los médicos y médicas de denunciar ante la autoridad competente (Policía o Ministerio Público) las evidencias de delito o de cualquier otra forma de violencia o incidios de aborto que encuentran en la atención médica o la consulta con sus pacientes:  “El médico que brinda atención médica a una persona herida por arma blanca, herida de bala, accidente de tránsito o por causa de otro tipo de violencia que constituya delito perseguible de oficio o cuando existan indicios de aborto criminal, está obligado a poner el hecho en conocimiento de autoridad competente".



Consideramos que esta norma es vulneratoria del secreto profesional en contra de los médicos. Si un médico incumple con esta obligación de denuncia puede ser procesado por el delito de sustracción de responsabilidad conteplado en el articulo 407° del Código Penal que establece la obligación de comunicar a las autoridades las noticias que se tenga acerca de la comisión de algún delito de quién esté obligado a hacerlo. 

            En el contexto actual del derecho a la salud sexual y reproductiva, las personas pueden dejar de acudir a los servicios de salud por miedo a ser denunciados, poniendo en riesgo su vida y su salud. En este caso se dan dos situaciones concretas 1) Aborto: una mujer que acude a emergencia por complicaciones del aborto; 2) Relaciones sexuales entre adolescentes. Como hemos visto al responder la pregunta 11,  estas relaciones sexuales están penalizadas, independientemente de si hay o no consentimiento (Ley 28704). Como consencuencia de ello, una atención prenatal o postnatal de una adolescente debe ser denunciada al amparo de esta ley, porque el embarazo es el producto de la violación sexual. En la práctica los médicos y médicas tienen que denunciar a los adolescentes al amparo del articulo 30 de la LGS pero también por la ley 28704. Se han dado caso de adolescentes que han sido retenidas en hospitales hasta que no se acerque el prseunto violador (su pareja).  

El 29 de febrero del 2009, se presentó el Proyecto de Ley N° 3040/2008 – CR presentado por el congresista Alberto Escudero Casquino y elaborado en forma conjunta con el Colegio Médico del Perú y la sociedad civil. Esta propuesta busca  garantizar que los médicos no revelen el secreto profesional y no se vean obligados de denunciar. La propuesta se encuentra siendo analizada por la Comisión de Salud, Población, Familia y Personas con Discapacidad del Congreso de la República. 
c)
¿Se encuentra despenalizado el aborto por violación?

El aborto por violación sexual está penalizado. 
En el mes de octubre del 2009, la Comisión Especial Revisora del Código Penal aprobó una modificatoria al capítulo de aborto del Código Penal. Se voto por despenalizar el aborto en tres casos: 1) cuando el embarazo es producto de una violación; 2) de un acto de inseminación artificial o transferencia de óvulo fecundado no consentidas; y 3) cuando es probable que el ser en formación conlleve al nacimiento de graves taras físicas o psíquicas. 

Luego de dos sesiones en que los expertos discutieron y analizaron las razones de la despenalización, el 6 de octubre del 2009 se aprobó lo propuesto por la Dra. Rosa Mávila. La propuesta fue aprobada por cuatro votos a favor y dos abstenciones. 

El presidente de la Comisión Revisora Carlos Torres Caro, convocó a todos los miembros de la Comisión para reconsiderar su decisión, sin embargo el martes 20 de octubre la Comisión Especial Revisora del Código Penal no aprobó la reconsideración. 

Votaron en contra de la reconsideración de la votación Robinson Gonzales Campos (representante titular del Poder Judicial), Victor Prado Saldarriaga (representante titular del Poder Judicial), Rosa Mávila León (representante titular de la Junta de Decanos de los Colegios de Abogados del Perú), Juan Ramos Suyo (representante titular de la Asamblea Nacional de Rectores), Cayo Galindo Sandoval (miembro titular del Congreso de la República), y José Vargas Fernandez (miembro alterno del Congreso de la República). Votaron a favor de la reconsideración Pablo Sanchez Velarde (representante titular del Ministerio Público), Carmen Rivera Santander (representante titular del Ministerio de Justicia), Fernanda Ayasta Nassif (representante titular del Ministerio de Justicia), Arsenio Oré Guardia (representante titular de la Junta de Decanos de los Colegios de Abogados del Perú) y Carlos Torres Caro (miembro titular del Congreso de la República y Presidente de la Comisión).

 
La representante de la Defensoría del Pueblo, se abstuvo de votar la reconsideración y recalcó la necesidad de que este debate se mantenga y que se examine las situaciones propuestas bajo el test de ponderación de los derechos fundamentales ya explorado en la experiencia jurídica comparada.

Esta propuesta aprobada por la Comisión, pasará a ser dictaminada por la Comisión de Justicia o debatida por el Pleno del Congreso para su aprobación cuando la Comisión Especial Revisora haya terminado su función en el año 2010, según los disponga el Congreso.
d)
¿Se encuentra despenalizado el aborto terapéutico?
/

En el Perú, el aborto terapéutico se encuentra despenalizado desde 1924, pero no se cuenta con un protocolo nacional para garantiza su atención. Existen algunos hospitales regionales e instituto materno infantil que han aprobado protocolos en sus ámbitos, pero hay problemas para su cabal cumplimiento. La guía nacional para la interrupción del embarazo en caso del aborto terapéutico, aprobada por la Maternidad de Lima, de alcance nacional, fue anulada por el Ministro de Salud Vallejo el año 2007, sin que se haya cumplido con aprobar una nueva guía.
CLADEM-Perú, Demus estudio para la defensa de los derechos de las mujeres como parte de las estrategias para el cumplimiento del dictamen del Comité de Derechos Humanos en el caso Kl contra el Estado peruano desde el 2006 ha interpuesto quejas antes la Defensoría del Pueblo contra los Ministerios de Justicia y Ministerios de Salud, en virtud a lo cual la Defensoría se ha comunicado hasta en 9 oportunidades con el Ministro de Salud manifestando su preocupación por la no aprobación de las Guías, entre el 2006 y 2008. De igual forma, Demus ha presentado peticiones varias durante los gobiernos de Alejandro Toledo y Alan García, a 3 Ministros de Salud de Turno, con copia a otras autoridades competentes, Ministerio de Justicia, Ministerio de la Mujer y Presidencia del Concejo de Ministros, sin recibir respuesta alguna, con lo que además se vulnera su derecho de petición. Asimismo, en el mes de mayo de 2009, decenas de organizaciones del movimiento de mujeres, de derechos humanos y feministas presentaron una nueva petición al Ministro Ugarte para que apruebe el protocolo de atención al aborto terapéutico así como han realizado movilizaciones en fechas como el 28 de mayo Día de acción Mundial por la salud de las Mujeres recibiendo como respuesta que la propuesta técnica esta lista y que será aprobada. El pasado 28 de mayo, el Ministro Ugarte ofreció aprobarla en menos de 3 meses, nos parece importante que una de las recomendaciones de la CEVI se pronuncie con relación a la aprobación de este protocolo, siguiendo lo recomendado por el Comité CEDAW. 
Desde la sociedad civil
 el 08 de abril de 2008, se presentó una demanda constitucional de cumplimiento contra el Ministerio de Salud a fin de que se implemente una Guía de Práctica Clínica para casos de Aborto Terapéutico en todos los hospitales públicos a nivel nacional. Dicho pedido se ha venido solicitando de manera administrativa e infructuosa durante los últimos años a todos los Ministros que ha ocupado esta cartera, sin resultado positivo.  En la actualidad el caso se encuentra ante segunda instancia y se espera que se emita sentencia en las próximas semanas. 

Cabe señalar que al momento de la aprobación del Nuevo Plan Nacional contra la violencia hacia las mujeres, la sociedad civil considero contemplar el problema de embarazo forzado y aborto inseguro como parte de las violencias contra las mujeres, así como la meta de aprobación del protocolo o guía nacional de atención del mismo. El Consejo de Ministros retiro esta la propuesta del  plan que aprobó y que le fue presentada por el MIMDES y elaborado por el Programa nacional contra la violencia familia y sexual, recogiendo las propuestas de organizaciones como Demus, CMP Flora Tristán, entre otras. 

e)
¿Sanciona la legislacion la esterilización forzada?

La esterilización forzada no es delito común ni de lesa humanidad acorde al Estatuto de Roma. 

f)
¿Sanciona la legislacion la inseminación artificial no consentida?

Tampoco es delito la inseminación artificial no consentida.

g)
¿Existen disposiciones que garanticen a las mujeres el acceso libre a la anticoncepcion de emergencia?

En Septiembre de 2000, la Dirección General de Medicamentos, Insumos y Drogas (DIGEMID), autorizó la venta de la Anticoncepción de Emergencia en los establecimientos farmacéuticos.  Sin embargo, su acceso estaba restringido a las mujeres que contaban con los medios económicos para comprar dicho anticonceptivo, lo que constituía  una situación de discriminación dado que coloca en situación de desventaja a las mujeres de escasos recursos.
Por ello es que en el año 2001, el Ministerio de Salud decidió incorporar la AOE a las Normas del Programa Nacional de Planificación Familiar mediante Resolución Ministerial Nº 399-2001-SA/DM del 13 de julio del 2001. Sin embargo, acciones judiciales e intervenciones de instancias jurisdiccionales impidieron su distribución gratuita, ya que se ésta dependía  de un informe final que debía emitir una Comisión especial creada al interior del Ministerio de Salud en el que se determine si la AOE tiene o no efectos abortivos.
Posteriormente se pudo distribuir la Anticoncepción Oral de Emergencia gratuitamente en los establecimientos públicos de salud.   Por ello es que las Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva (aprobadas mediante Resolución Ministerial Nº  668-2004-MINSA del 21 de Junio de 2004), considera la provisión de AOE en caso de violación sexual. 

A fines del año 2009, el Tribunal Constitucional, prohibió su distribución por el Estado, al tener dudas sobre sus efectos abortivos o no. El Actual Ministro de Salud, interpretando la sentencia, ha dispuesto su distribución, Esto ha enfrentado al Tribunal Constitucional con el MINSA, y ha quedado en manos del juez ejecutor. 

Lo lamentable es que aunque el Ministerio de Salud considere que puede distribuirla, hay problemas de desabastecimiento de este anticonceptivo.  La Defensoría del Pueblo ha emitido un Informe sobre los Servicios de Salud Sexual y Reproductiva, que reafirman el problema de falta de abastecimiento de la AOE y la falta de información sobre si el método se brinda en el servicio de emergencia o en consultorios de Planificación Familiar.  De acuerdo a lo señalado por  el personal de algunos establecimientos supervisados, la AOE es brindada en consultorios de planificación familiar, luego de ser ofrecida en los servicios de emergencia.

El Protocolo de Violencia contra la mujer recomienda el suministro de Yuzpe o el Levonorgestrel y se describe de manera detallada la forma en que debe administrarse el método (dosis, períodos, sobreindicaciones, reacciones).   Sin embargo, los resultados de encuestas han señalado otras variedades de provisión de la anticoncepción oral de emergencia.

h)
¿Se proveen  cuidados y tratamientos de profilaxia de emergencia para  VIH y otras enfermedades de transmisión sexual, especialmente en casos de violencia sexual?

Las Guías Nacionales de Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva (aprobadas mediante Resolución Ministerial Nº  668-2004-MINSA del 21 de Junio de 2004)  establecen un Protocolo de Atención a las mujeres que acuden a los servicios de salud sexual y reproductiva por casos de violación sexual.

De acuerdo a dicho Protocolo se deben tomar en cuenta los siguientes pasos:

1. Administrar AOE, previa información a la persona agredida de los riesgos de embarazo.  

2. Proteger a la persona agredida contra una ITS (gonorrea, sífilis, clamidia) señalando tratamiento para mujeres adultas, adolescentes y niñas.

3. Hacer profilaxis de HIV/SIDA, debiendo informar a la persona agredida de los riesgos de contraer la infección y los riesgos derivados de la profilaxis, que en caso de ser aceptada, deberá ser realizada dentro de las setenta y dos (72) horas de producido el hecho de violencia.

i)
¿Cómo se garantiza el ejercicio de estos derechos?

No se cuenta con normas específicas para esto, pero se tienen las acciones constitucionales, que pueden ser ejercidas ante el incumplimiento de los derechos reconocidos en la Constitución, como es el caso de los derechos sexuales y reproductivos y el derecho a la salud.

12. ¿Se llevan a cabo campañas nacionales de divulgación sobre los derechos de las mujeres y en especial de la Convención de Belém do Pará? 
El Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer 2002-2007 (aprobado mediante Decreto Supremo Nº 017-2001-MIMDES) planteaba como una de sus líneas de intervención  la Prevención de la violencia hacia la mujer. En este sentido se formularon también líneas de acción para todos los sectores involucrados y se realizaron actividades para alcanzar las metas planteadas (MIMDES, Ministerio de Salud, Ministerio de Educación, Ministerio del Interior y Ministerio de Justicia), sobretodo en lo referido a campañas de divulgación de derechos de las mujeres:

1. Realizar campañas sostenidas de información y sensibilización dirigidas a la población, particularmente a los niño/as, adolescentes y jóvenes, sobre las causas, características, riesgos y efectos de la violencia hacia  la mujer.

· Meta 1.1: Una campaña anual de cobertura nacional que considere las diferencias culturales, generacionales, de idioma, educación y género en el diseño de contenidos y la estrategia comunicacional.

Responsables: MIMDES – MINEDU – MINSA –MININTER -MINJUS

Actividades año 2004:

MIMDES:  3 campañas nacionales por el Día Internacional de la Mujer y por el Día Internacional de la No Violencia Contra la Mujer / Campaña Caravana Amiga: estrategia de comunicación alternativa para la prevención, desarrollada en  30 mercados y Centros de Abastos  /  11 campañas y Ferias informativas dirigidas a la población en general, desarrollando labor preventiva y de promoción contra la violencia familiar y sexual /15 acciones de movilización social entre marchas de sensibilización y Pasacalles por el Día Internacional de la No Violencia contra la Mujer

MINSA:  24 Campañas Nacionales de sensibilización por el Día Internacional de la Mujer en las DIRESAS  / 34 Campañas a nivel Nacional de sensibilización por el Día Internacional Contra la Violencia hacia la Mujer y día mundial de la Prevención Contra el Maltrato Infantil 
MININTER:  Feria Informativa y Exposición Fotográfica en el hall del MININTER en conmemoración del Día Internacional de la Mujer / Actividad de sensibilización por el Día de la No Violencia contra la Mujer, con actividades informativas, se colocó la cinta distintiva al personal y entregó stickers alusivos a la Campaña "No más violencia contra la Mujer Policía" 

MINJUS:  No se reportaron actividades 

Actividades año 2005:

MINEDU: 2 campañas anuales ejecutadas a nivel nacional para el Día de la Mujer y Día de la No Violencia hacia la Mujer  / 2 campañas:“Tolerancia Cero a la Violencia”y “Familias con Cultura de Paz”

2. Concertar con los medios de comunicación, anunciantes y publicistas la difusión de mensajes que promuevan la equidad de género y persuadirlos para que se inhiban de transmitir mensajes que toleren, justifiquen o exacerben la violencia hacia las mujeres.

· Meta 2.1: 60% de los medios de comunicación (prensa, televisión y radio) se compromete a disminuir gradualmente la emisión de programas y mensajes que toleren, justifiquen o exacerben la violencia hacia las mujeres.

Responsable: 
MIMDES

Actividades año 2004:

MIMDES: Compromisos con 6 emisoras que ceden espacios gratuitos para prevención de la Violencia Familiar y sexual en Andahuaylas, Juliaca, Huaraz (2 radios) Chiclayo, Moquegua, Huancavelica, Puno  / Se llegó a coordinar,  concertar y sensibilizar a 34 medios de comunicación (prensa, radio y TV ) en la tarea de prevención de la Violencia familiar y Sexual.

No se reportan actividades en el año 2005

· Meta 2.2: 60% de los medios de comunicación (prensa, radio y televisión) comprometido en la difusión de mensajes que promueven la equidad de género.

Responsable: 
MIMDES

Actividades año 2004:

MIMDES: 27, 774  apariciones en medios de comunicación (radio, prensa, TV, internet y otros) con mensajes de difusión sobre atención y prevención de la violencia familiar y sexual / Producción de 140 espacios radiales mediante los cuales se transmiten mensajes, dirigidos a la población, contra la violencia familiar y sexual /  

· Meta 2.3: Principales anunciantes se comprometen a no contratar espacios durante la emisión de programas que difundan contenidos que toleren, justifiquen o exacerben la violencia hacia las mujeres.

Responsable: MIMDES

No se reportan actividades  en el año 2004

No se reportan actividades  en el año 2005

· Meta 2.4: 100% de publicistas maneja información sobre el tema y el 60% es sensibilizado en la comprensión del fenómeno de la violencia hacia la mujer.

Responsable: 
MIMDES

Actividades año 2004:

MIMDES: 1 taller "Abre tus ojos: la explotación sexual comercial  de niños, adolescentes desde la comunicación" dirigido a 25 comunicadores del MIMDES

Actividades año 2005:

· Carpetas informativas sobre la problemática distribuido entre los medios de comunicación

· 3 Dossiers temáticos para medios de prensa en 42 puntos del país.

· 1 página Web.

7. Desarrollar acciones de sensibilización y programas regulares de capacitación dirigidos a autoridades comunales en materia de derechos humanos de las mujeres y problemática de género.

· Meta 7.1: 80% de las autoridades comunales sensibilizado en la comprensión del fenómeno de la violencia hacia la mujer y capacitado en derechos humanos de las mujeres y problemática de género.

Responsables: 
MIMDES - MININTER

Actividades año 2004:

MININTER: 60 Conferencias y exposiciones informativas de sensibilización dirigida a las OSBs / 36 Charlas dirigida a 6873 personas de diferentes CE, incluido los colegios PNP, para develar mitos, prejuicios, costumbres y creencias que legitiman la violencia hacia la mujer  / 35  Reuniones mensuales con la comunidad y sus autoridades sobre prevención de la violencia hacia la mujer.

MIMDES: Capacitación a 551 autoridades comunales en la comprensión del fenómeno de la violencia familiar hacia la mujer   /  58 líderes de organizaciones y colectivos juveniles como promotores juveniles contra la VFS, 57 lideresas de OSBs como facilitadoras en acción contra la VFS / 1438 autoridades locales, comunales han participado en charlas y talleres de sensibilización en contra de la violencia familiar y sexual contra niños, niñas y adolescentes comprometidos en desarrollar acciones preventivas en sus comunidades.

Actividades año 2005:

MININTER – MIMDES – MINJUS:  Se incrementó en un 44% la cantidad de autoridades comunales sensibilizadas en relación al 2004: se llegó a 41,346 autoridades capacitadas en la problemática de violencia familiar y sexual  / 16 planes de promoción y prevención de la Violencia en ejecución, focalizados en 16 zonas vulnerables, priorizan el trabajo con autoridades comunales.
En el marco del Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer 2009-2015 (aprobado mediante Decreto Supremo Nº 003-2009-MIMDES), se planteó como uno de los objetivos estratégicos: Garantizar la adopción e implementación de políticas públicas orientadas a enfrentar el problema de la violencia hacia las mujeres, desde un enfoque intersectorial y participativo, en los diversos niveles de gobierno.

Este  Objetivo Estratégico comprende los siguientes objetivos específicos, para alcanzar el resultado de contar con Instancias del Estado en sus distintos niveles (nacional, regional y local) fortalecidas y con capacidades para elaborar e implementar políticas públicas, que atiendan de forma integral los distintos tipos de violencia que afectan a la mujer:

1.1 Sensibilizar a autoridades claves del gobierno nacional, regional y local y fortalecer sus competencias para prevenir y atender la violencia hacia la mujer.

1.2 Producir información para la comprensión y conocimiento respecto a la violencia basada en género.

1.3 Fortalecer la vigilancia y el control social de las políticas públicas vinculadas a la

prevención y atención de la violencia basada en género.

Luego del año 2006, no se ha procedido a consolidar la información sobre los avances sectoriales en el tema de divulgación de derechos de las mujeres, por lo que no podemos entregar una información sistematizada de los últimos 3 años.

II. PLANES NACIONALES
13. 
¿Existe un Plan Nacional/Acción/Estrategia para la prevención, sanción y erradicación de la violencia contra las mujeres?  ¿Contempla dicho Plan/Acción/Estrategia todas las formas de violencia? ¿Se realizan evaluaciones sobre su adecuada implementación y para conocer los problemas para su puesta en práctica?

En caso de que exista:

a) ¿Cuándo fue establecido?

b) ¿Qué periodo cubre?

c) ¿Cómo se ejecutan y evalúan?

d) ¿Cómo se divulgan y promueven?

e)
¿Tienen una perspectiva multisectorial en la que participan organismos y 

f)
¿Existen sanciones por incumplimiento de los planes nacionales? 

No existen sanciones por incumplimiento de los planes nacionales.





De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?
/
Existe el Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer establecido para el periodo 2009-2015. El plan contempla acciones y estrategias para la violencia familiar, el feminicidio, la violación sexual (incluyendo aquella durante el conflicto interno), la trata de mujeres, el hostigamiento sexual y la homofobia.

Este plan que está basado en el proceso de modernización de la gestión pública, establece que el mismo debe ser monitoreado y evaluado. Indica que los avances de Plan deberán plasmarse en los ¨Planes Operativos Anuales¨ a cargo de la Mesa de Trabajo Nacional. La Comisión Multisectorial permanente de Alto Nivel: Instancia de carácter político integrada por los ministros/as de los sectores competentes o sus vice ministros/as, tiene entre sus funciones el seguimiento y la evaluación del Plan Nacional. Asimismo, las Mesas Intrasectoriales elaborarán los informes de seguimiento y evaluación periódica correspondiente al sector, conteniendo las observaciones y recomendaciones pertinentes, que serán puestos en conocimiento de la Mesa de Trabajo Nacional.

Se aprobó el 27 de marzo de 2009 mediante el Decreto Supremo N° 003-2009-MIMDES. Cubre el periodo 2009-2005

El plan se ejecutaría bajo los siguientes principios de gestión: las Políticas públicas basadas en resultados, el desarrollo de planes anuales que incluyan las acciones del Plan Nacional, la Intersectorialidad e intergubernamentalidad y la Democracia participativa. Este plan es un instrumento de política que implica la acción conjunta del Estado y de la Sociedad, en: i) la ejecución de acciones inclinadas a garantizar el derecho de las mujeres a una vida libre de violencia; ii) el acceso a servicios públicos de calidad y; iii) la promoción de cambios en los patrones socio-culturales hacia nuevas formas de relaciones sociales entre mujeres y hombres basadas en el respeto pleno de los derechos humanos. Por el lado de la evaluación, la Comisión Multisectorial permanente de Alto Nivel: Instancia de carácter político integrada por los ministros/as de los sectores competentes o sus vice ministros/as, tiene entre sus funciones el seguimiento y la evaluación del Plan Nacional.

Entre las funciones de la Comisión Multisectorial permanente de Alto Nivel estará el coordinar con el Ministerio de Economía y Finanzas para garantizar los recursos necesarios para la ejecución del Plan en todos los sectores comprometidos según los mecanismos de asignación de recursos previstos en la Ley General del Sistema Nacional de Presupuesto. Asimismo, esta comisión dará publicidad a las observaciones y recomendaciones contenidas en los informes que le alcancen las mesas de trabajo, así como las acciones correctivas adoptadas. La referida información estará disponible en la sede central y dependencias desconcentradas de los ministerios y sus respectivas páginas Web, a disposición de cualquier persona o institución interesada.

El plan ha sido elaborado concertadamente con autoridades y funcionarios de los diferentes sectores, incorporando aportes de profesionales especialistas en el tema de la violencia, de dirigentes comunales y representantes de instituciones de la sociedad civil, a nivel nacional, regional y local. Luego, en su implementación intervendrán: la Comisión Multisectorial permanente de Alto Nivel, Grupo de Trabajo Nacional, Instancias Regionales de Concertación, y las Mesas Intrasectoriales.

14.
¿Se contempla el tema de violencia contra las mujeres en los siguientes Planes Nacionales/Plan de Acción/Estrategias en:

a) educación?

b) empleo y generacion de ingresos?

c) erradicación de la pobreza?

d) equidad e igualdad de género?

e)
salud?

f) VIH/SIDA?
g)
seguridad pública/prevención del crimen?

h)
otros? Especificar ..........
En caso de que esté contemplado, favor de describir cómo el tema de violencia contra las mujeres es abordado en dichos planes/acciones/estrategias. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?
/

En el Perú está en vigencia el Plan Nacional de Educación Para Todos 2005-2015, sin embargo, si bien hace alguna mención en cuanto la violencia familiar y la violencia política, este no contempla el tema de la violencia contra la mujer.

El Ministerio de Trabajo y Promoción del Empleo sólo cuenta con los Lineamientos de Política Sectorial para el periodo 2006-2011, mismos que no contemplan el tema de la violencia contra la mujer. 

En el Perú ha existido un “Plan Nacional para la Superación de la Pobreza 2004-2006” que si bien contemplaba protección de las víctimas de violencia familiar, no era así en cuanto a la violencia contra la mujer. Actualmente, existen la “Estrategia Nacional de Seguridad Alimentaria 2004-2015” y la “Estrategia de Desarrollo Rural”. Los dos primeros formulados en concordancia con la Declaración del Milenio y los ODMs resultantes, sin embargo, ninguno contempla el tema de la violencia contra la mujer.
No existe un plan para la equidad e igualdad de género pero sí existe el Plan de Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Varones 2006-2010 que sí contempla el tema de la Violencia hacia la Mujer, considerándolo como un obstáculo importante para el desarrollo y plantea su reducción a través de la mejora de la prevención y la implementación de sistemas de atención en el marco de una cultura de paz y equidad de género (Plantea el principio de tolerancia cero a la violencia contra la mujer).
Existe el Plan Nacional Concertado de Salud – Perú 2007 – 2020 que no menciona en específico el tema de la violencia contra la mujer.
Existe el Plan Estratégico Multisectorial de Prevención y Control de ITS y VIH/SIDA 2007 – 2011 (PEM) que no contempla en específico el tema de la violencia contra la mujer.

El Plan nacional del sistema de seguridad ciudadana 2003 contemplaba el fortalecimiento de las comisarías de la mujer, pero, por ejemplo, no hace mención al feminicidio. Existe un Plan Operativo Nacional de Seguridad Ciudadana 2010 que si bien contempla la violencia intrafamiliar, no aborda en específico el tema de la violencia contra la mujer.
A solicitud del Ministerio del Interior como representante del Grupo Multisectorial Permanente contra la Trata de Personas, la OIM asumió la elaboración del documento técnico del Plan Nacional de Acción contra la Trata de Personas en el Perú, 2007-2013 (PNAT). Dos años después de haber trabajado en estrecha colaboración con el Gobierno Peruano, el documento fue validado el 3 de julio de 2007. En la actualidad está pendiente la aprobación y publicación del plan por parte del gobierno peruano. El documento contempla acciones específicas contra la trata de mujeres, niñas y niños.

Existe el proyecto de Plan Nacional de Acción contra la Explotación Sexual Comercial de Niños, Niñas y Adolescentes 2006-2010, mismo que también se encuentra pendiente de aprobación.
15.
¿Existen planes de formación continuos (no capacitaciones aisladas o esporádicas) sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará, destinados a:

a) Legisladores/as?

b) Operadores/as de justicia (jueces/zas, fiscales/as, funcionarios/as legales, comisarios/as de familia, y otros/as funcionarios/as públicos/as)?

c) Operadores/as de salud?

d) Educadores/as?

e) Fuerzas militares y policiales?
f) Organizaciones sociales y comunitarias de mujeres?
g) Centros de atención especializados en violencia?
h)
Otros?  Especificar.....................................................

En caso de que existan, describir sus características, los temas tratados y su periodicidad. De no existir, ¿qué medidas se han tomado para implementar uno?
/
No existe información oficial sobre planes de formación continuos sobre violencia contra las mujeres y derechos de las mujeres en el marco de la Convención de Belém do Pará destinados a ninguno de los actores u organizaciones mencionados. 

Asimismo, tampoco se conoce de medidas que se dirijan a implementar este tipo de planes de formación continua (Ver planes de los CEMs).

El MIMDES cuenta con un plan de desarrollo de capacidades que no se viene implementando y ha desarrollado convenios y programas de formación dirigidos a operadores de justicia: policía, fiscales y jueces/as, sin embargo, estos no han sido sostenidos y falta evaluar sus resultados. 

16.
¿Fomenta el Estado la participación de la sociedad civil en el:


a)
Diseño del Plan/Acción/Estrategia?


b)
Monitoreo y evaluación del Plan/Acción Estrategia?


c)
Ejecución  de proyectos y actividades conjuntas? Especificar cuáles


d)
Otros? Especificar......................

Representantes de organizaciones políticas, religiosas, de la sociedad civil y del Gobierno, aprobaron un conjunto de políticas de Estado que constituyen un Acuerdo Nacional, y se comprometieron a su ejecución. Entre los cuatro grandes objetivos que se dirigieron a alcanzar a través de las políticas acordadas está la equidad y la justicia social. Las Políticas de Estado elaboradas en el Acuerdo Nacional están destinadas a orientar la vida del país hasta el año 2021, entre los compromisos asumidos está el adoptar medidas orientadas a lograr la generación de oportunidades económicas, sociales, culturales y políticas, erradicando toda forma de inequidad y de discriminación, en un contexto de pleno respeto a los Derechos Humanos. Dentro de ese marco, el Estado invita a diversas instituciones y organizaciones de la sociedad civil a reuniones, mesas de trabajo, etc. para el diseño de planes, acciones y estrategias, mismos que son impulsados en su mayoría por el ministerio de la mujer, ministerio de educación y defensoría del pueblo. 

Asimismo, el MIMDES instaló el grupo de trabajo del Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer 2009-2015. Este está conformado por los siguientes integrantes: Ministerios de Educación, Salud, Interior, Justicia, Relaciones Exteriores, Trabajo y el MIMDES; además de estar integrado por representantes de la Defensoría del Pueblo, Poder Judicial y Fiscalía de la Nación. También lo conforman representantes de la sociedad civil, como la Red Nacional de Promoción de la Mujer, CLADEM-Perú, INPPARES, CESIP y Calandria.


Este grupo de trabajo se reúne el primer viernes de cada mes para trabajar las actividades del año y monitorear los avances por cada uno de los sectores del Estado. (Ver más detalle en preguntas posteriores del presente cuestionario)

17.
¿Existen acuerdos de cooperación con los medios de comunicación y agencias de publicidad para difundir los derechos de las mujeres, en especial la Convención de Belém do Pará?
La única información oficial al respecto es lo que muestra el MIMDES en su sitio web. Dentro del marco del Programa de Violencia Familiar y Sexual, brinda un servicio de Prevención, indicándose que para reforzar este trabajo de prevención se ha implementado una red de programas de radio y televisión en diversas ciudades del país que brindan información y orientación para detectar y denunciar casos de violencia familiar y sexual. Sin embargo, no muestran ninguna publicidad adicional que permita verificar esto. Anteriormente, existía Milenia Radio, una emisora feminista con responsabilidad social y proyección a la comunidad, pero de iniciativa privada. Su programación estaba dirigida a sensibilizar a las mujeres sobre la urgencia de que se asuman como personas con derecho a tener derechos, como base para el logro del ejercicio pleno de su ciudadanía.
III.
ACCESO A LA JUSTICIA

18. ¿Se aumentó el número de entidades encargadas de recibir las denuncias de violencia contra las mujeres? En caso de ser así, indicar el tipo de institución, en qué fecha, en qué número y en qué localidades. En caso de no ser así, indicar la razón por la que no se aumenta dicho número y qué medidas se han tomado al respecto
/

En los casos de violencia familiar, el número de entidades encargadas de recibir estas denuncias no ha cambiado, siendo dichas entidades: la Policía Nacional, el Ministerio Público (Fiscal Provincial de Familia y Fiscal Provincial Mixto) o el Juez Especializado de Familia de Turno. En los casos de violencia sexual y/o feminicidio, las entidades encargadas de recibir las denuncias son la Policía Nacional y el Ministerio Público (Fiscalía de turno Penal o Mixta). 

Con este fin la Policía Nacional debe tener en todas sus delegaciones, una dependencia a cargo de personal especializado, denominada el Departamento de Familia de las comisarías en el ámbito nacional, el mismo que debe encargarse de la investigación y diligencias preliminares que correspondan. Asimismo, se encargará de brindar información a la agraviada sobre sus derechos y le brindará garantías cuando sean necesarias o las víctimas lo soliciten
. Como parte de la Policía Nacional también existen las Comisarías de la Mujer - Centros de Atención a la Violencia Familiar – CM-CAVIFAM que dependen de la División de Familia y cuya función es la atención a los casos de violencia familiar, con especial interés en la atención de los problemas que afectan a los niños y adolescentes.  

El Poder Judicial cuenta con 32 juzgados de familia en Lima. Desde el 25 de junio de 2009
, 5 de ellos tienen competencia tutelar exclusiva en violencia familiar, en 17 distritos de Lima. Cabe señalar que, pese a ello hay problemas que no se han superado, tales como: la especialización de sus operadores en estos temas con enfoque de género, las condiciones para brindar un servicio que garantice la no revictimización, soporte emocional para el personal y la sobrecarga procesal. 

En el caso de las mujeres de zonas rurales, no solo no aumentaron las entidades que reciben denuncias sino que se ha limitado el acceso a la justicia de las mujeres que siendo parte de comunidades indígenas son víctimas de violencia. El Acuerdo Plenario 1-2009/CJ-116de la Corte Suprema referido a las Rondas campesinas y el Derecho Penal, ha precisado que todo conflicto ocurrido en su ámbito territorial y que afecte un interés comunitario, será resuelto por la jurisdicción especial comunal ronderil. Sin embargo, un estudio realizado en estas comunidades arroja que la mayoría ellas considera la violencia familiar un problema privado por lo que no lo someten a la justicia comunitaria como ilícito salvo que se trate de situación extrema, es decir sólo cuando existe permanente agresión, la agresión se da en un lugar público y la vida de la mujer está en juego
. En los pocos casos en los que interviene la autoridad comunera, la tendencia es proteger los intereses de los hijos, que a su entender se verían afectados por la separación
. No obstante ello, La importancia del ejercicio de la jurisdicción especial comunal ronderil es reconocida en el mencionado Acuerdo Plenario “por la ausencia o casi nula existencia de presencia estatal”
, así como por las propias mujeres quienes opinan que la violencia familiar se debería resolver en la comunidad
. Estos factores sumados a que la violencia contra la mujer no es entendida como problema público, a no ser que llegue a situaciones de gravedad permiten anticipar que el Estado peruano está omitiendo cumplir con el deber de debida diligencia, en materia de acceso a la justicia. 

En el Perú, es necesario el fortalecimiento de las entidades existentes encargadas de la recepción de denuncia, el incremento del número de dependencias a nivel nacional (en especial en zonas que por su ubicación geográfica tienen serías dificultades para el acceso a la justicia, y en las que el índice de violencia es alto) y la especialización de su personal en materia de derechos humanos de las mujeres, pues de lo contrario prevalecen los estereotipos racistas y de género que tienen incorporados los operadores que atienden violencia contra la mujer.

Asimismo es importante que estas entidades sostengan un sistema de registro de denuncias por casos de violencia contra la mujer. Sin embargo, ello sólo está previsto para casos de violencia familiar, a cargo del Ministerio Público
. En casos de Feminicidio el Ministerio Público cuenta con el Observatorio de la Criminalidad, que da cuenta de las cifras de homicidios desagregados por el sexo de la víctima y relación con el agresor. La Policía Nacional también cuenta con estadísticas de denuncias por violencia sexual y violencia familiar hasta el año 2009
.
En el año 2009, el Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público registró 106 casos de feminicidio en el ámbito de las familias, donde de cada 10 víctimas 4 son asesinadas por sus parejas o ex parejas hombres. Y durante enero y febrero de 2010 se han registrado 18 casos de feminicidio.

19. ¿Existen medidas administrativas o de otro tipo que faciliten a las mujeres el acceso a la justicia y garanticen el debido proceso, como por ejemplo:

a) Personal especializado?

La Policía Nacional ha establecido espacios de formación para personal que atiende casos de violencia familiar a través de la División de Familia, órgano sistémico  encargado de implementar y dictar los cursos de capacitación. En tal sentido, la Ley de Protección frente a la Violencia familiar señala que el Ministerio del Interior “dispondrá la capacitación de personal especializado en la Policía Nacional, para la atención en lo dispuesto en esta Ley”
. Cabe destacar, que la División de Familia entre sus labores pone especial énfasis a la problemática de niños y adolescentes, lo que nos permite anticipar que ese es el tema abordado en los espacios de formación, con mayor profundidad. 

En el 2004, se ejecutó un proyecto para capacitar a oficiales y sub oficiales de la Policía Nacional en asuntos de género y violencia familiar
, organizado entre Escuela de Capacitación de la Policía Nacional del Perú y el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social. Este proyecto arrojo como resultados el incremento de conocimientos sobre la legislación de la materia, lo cual se comprobó por la mejora de la calidad de los atestados policiales  y del servicio de atención a las usuarias. Lamentablemente este personal capacitado es cambiado de área con facilidad por lo que la especialización esperada en la atención no se mantiene
. 

La Academia Nacional de la Magistratura (en adelante AMAG), órgano constitucional que forma parte del sistema de justicia encargado de la formación de los magistrados/as (jueces/zas y fiscales) a nivel nacional
. En su página web muestra que entre el año 2008 y hasta noviembre de 2009, se desarrollaron 6 actividades de capacitación sobre violencia familiar, de manera descentralizada y con un promedio de 18 horas lectivas cada uno. 
Cabe señalar que, en lo que va del año 2010, se ha dictado, en abril, sólo un seminario sobre violencia familiar en Arequipa de dos horas lectivas. Lamentablemente, estos espacios de capacitación y reflexión no permiten un abordaje profundo del aspecto jurídico, psicológico y sociológico de la violencia contra la mujer. 
Asimismo, cabe señalar que, en el 2009 se dictó el XII Curso Internacional a Distancia de 80 horas lectivas, por primera vez sobre “Temas de Género”, producto de la iniciativa de una ONG feminista. En dicho curso que convocó a magistradas/os de los distritos judiciales de Lima, Lima Norte, Lima Sur, Callao, Cañete y Huara. Considerando lo mencionado, se evidencia que no hay sostenibilidad en una política de formación que contribuya a una administración de justicia libre de prejuicios y estereotipos, comprensiva de los factores particulares que determinan la violencia contra la mujer. 

Cabe destacar que tanto el Ministerio Público, como el Poder Judicial tienen al interior de sus instituciones áreas encargadas de brindar espacios de formación y especialización, tales como la Escuela del Ministerio Público y el Centro de Investigaciones Judiciales respectivamente, los cuales no tienen como prioridad la formación con enfoque de género, ni el abordaje de la problemática de la violencia contra la mujer pese a la sobrecarga procesal que constituyen los casos de violencia familiar. 
Concretamente sobre actividades de la Escuela del Ministerio Público nos remiten, mediante Oficio Nº 8835-2010-MP-FN-SEGFIN, de fecha 17 de junio de 2010, un cuadro de actividades de formación que entre los años 2007-2010, fueron ofrecidas a Fiscales, Personal del Instituto de Medicina Legal y personal administrativo. El total de cursos en los tres años fue de 19, de los cuales 14 estuvieron dirigidos a la ciudad capital de Lima y 5 cursos en tres años para distritos judiciales a nivel nacional.
Asimismo, nos informa mediante el mismo oficio que “no existe norma que establezca la formación del personal encargado de la investigación en estos casos (violencia contra la mujer)”, por lo que podemos concluir que no constituye una obligación para los Fiscales, la participación en los espacios de formación que ofrece su Escuela. Por ende no existe obligación y estímulo para la especialización del personal que atiende violencia contra la mujer. 
b) 
Espacios con privacidad?

El Manual de Procedimientos Policiales Operativos en la Intervención con Familia, aprobado por Resolución Directoral 1724-2006-DGPNP/EMG-PNP, de fecha 17 de agosto de 2006, establece que la denuncia debe recibirse en un ambiente limpio y ventilado, tratando de inspirar tranquilidad y confianza. Sin embargo no hace ninguna referencia a que tiene que ser además un lugar privado, por lo que no se garantiza la protección a la intimidad de la víctima.
Por su parte, el Ministerio Público remite información sobre los ambientes en los que atiende casos de violencia contra la mujer señalando que esta atención se da en los ambientes de los despachos de los Fiscales, buscando la mayor discreción y reserva, a excepción de los lugares donde se ha implementado las Cámaras Gessel
.

La Cámara Gessel del Instituto de Medicina Legal, es el único mecanismo “que busca evitar la revictimización o victimización secundaria”, por ello según su descripción se concibe como un espacio específico para la atención de casos de violencia y explotación sexual únicamente cuando los afectados son niños y adolescentes
, dejando fuera de la mencionada protección a las mujeres. 
A la fecha no existe disposición interna alguna en el Poder Judicial que requiera como condición un espacio privado para la recepción de denuncia o toma de declaración.

c) Servicios legales gratuitos?

La atención de casos de violencia contra la mujer, tanto en el ámbito de la familia como cuando se trate de violencia sexual es gratuita. Las diferentes entidades encargadas de recibir la denuncia, no establecen pagos de cargo de la agraviada por ello, ni por la tramitación del proceso.

d) 
Intérpretes en los idiomas indígenas?

Para responder el presente cuestionario se solicito información al Ministerio Público y al Poder Judicial vía la Ley de Acceso a la Información y Transparencia, sin recibir respuesta hasta la fecha (27 de junio de 2010), en este último caso. Cabe señalar que no existe norma alguna que obligue a ello. Existe una propuesta de protocolo de atención a víctimas de violencia
 de la Asociación de Jueces para la Justicia y Democracia- JUSDEM dónde se propone, entre otros puntos, esta consideración. Este protocolo a la fecha no ha sido adoptado por el Poder Judicial.

Sobre el particular, el Ministerio Público remitió información sobre el personal que habla quechua en el Distrito Judicial de Huancavelica. Cabe destacar que, asimismo, responden que “no existe norma que establezca dicha obligación” y el personal habla quechua según el siguiente detalle
: 
	FISCALES
	PERSONAL ADMINISTRATIVO

	9
	17


e) Confidencialidad y protección de los datos de la víctima, sus familiares y/o testigos?

La Directiva 005-2009-MP-FN sobre “Intervención de los fiscales de familia, penales y mixtos frente a la violencia familiar”, aprobada mediante Resolución Nº1690-2009-MP- FN, establece en su artículo sétimo, denominado Código Único de Registro para la protección de información de la víctima:  “Cuando lo exija el nivel de protección y de confidencialidad de información, a solicitud de la víctima o de oficio, se consignará el domicilio de la Fiscalía como su domicilio procesal, asignándose un Código Único de Registro para mantener en reserva su identificación y ubicación. En este caso se establecerá el contacto con la presunta víctima a través de la Unidad de Asistencia a Víctimas y Testigos para el apoyo correspondiente”. 

Sobre el particular, este es uno de los puntos a los que aún no se da cumplimiento, pues la Directiva aún se encuentra en implementación, con mayor énfasis en los Distritos Judiciales en los que se está implementando el Código Procesal Penal.

f) 
Otros? Especificar……………………… 

Favor de explicar también qué medidas se toman para que las mujeres rurales, indígenas o afrodescendientes tengan acceso a la justicia.

Pese a que la Ley de Protección Frente a la Violencia familiar en su artículo 3 inciso h, “establece las medidas necesarias a fin de implementar acciones de prevención y atención de la violencia familiar en las zonas rurales del país", las medidas llevadas a cabo por el Estado para enfrentar la problemática de la violencia familiar, no tienen un enfoque intercultural por lo que no abordan la problemática de la violencia de manera específica. En el caso de las mujeres que habitan comunidades campesinas el Estado claudica de garantizar su acceso a la justicia, toda vez que legitima criterios discriminatorios de sus autoridades comunitarias que perpetúan la impunidad de la violencia cuando se trata de las mujeres.

Las mujeres rurales indígenas y afrodescendientes son amparadas por la normativa existente contra la violencia hacia la mujer, en la medida que habitan zonas urbanas, ya que no son atendidas como mujeres parte de una comunidad con particularidades sociales y culturales. 

20.
¿Qué mecanismos de los abajo mencionados existen para hacer efectivas las medidas de protección para las mujeres, sus familiares y/o testigos en los casos de violencia? 

Tanto la Policía Nacional del Perú, el Ministerio Público y el Poder Judicial están facultados para otorgar medidas de protección por la Ley de protección frente a la violencia familiar. Dicha Ley establece un procedimiento especial para administrarlas, con plazos establecido “las medidas de protección que correspondan” a las víctimas (art. 1). Ello no constituye sanción para el agresor. Estas medidas incluyen en  enumeración no cerrada, las siguientes:

· El retiro del agresor del domicilio, o la salida temporal del agresor del domicilio.

· La prohibición de comunicación, acercamiento o proximidad a la víctima en cualquier forma.

· Prohibición de cualquier forma de acoso.

· Suspensión temporal de visitas, o la prohibición temporal de toda clase de visitas por parte del agresor

· Inventarios sobre sus bienes

· Suspensión del derecho de tenencia y porte de armas

· Suspensión temporal de la cohabitación. 
La Directiva 005-2009-MP-FN del Ministerio Público establece mecanismos para supervisar el cumplimiento a través de la Unidad de Asistencia a Víctimas y testigos
. Asimismo, señala que el fiscal de familia y el fiscal penal deberán acordar la medida de protección a adoptarse, “en caso que no haber acuerdo, corresponde al Fiscal Penal solicitar las medidas de protección, las que comunicará al Fiscal de Familia. En este caso, será obligatoria la derivación de la presunta víctima a la Unidad de Asistencia de Víctimas y Testigos”
.

Estos mecanismos aún no están funcionando a nivel nacional, pues para el Ministerio Público estos procesos se llevan a cabo de manera muy vinculada a la implementación del Nuevo Código procesal Penal. En los casos en los que funciona los fiscales aún no asumen la obligación de dictar las medidas de protección establecida por la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar, en su artículo 10, por lo que no son muy recurrentes los casos en los que la Fiscalía dicta medidas de protección. A nivel del Ministerio Público y el Poder Judicial, se sigue optando por el derecho a la propiedad o vivienda de la pareja, en lugar del derecho a una vida libre de violencia de la mujer.
a) ¿fondos para traslados? 
Una problemática constante que manifiestan algunos/as fiscales sobre la efectividad de las medidas de protección es que dependiendo su ejecución de la Policía Nacional, no tienen manera de controlar que ellas/os cumplan con dicha labor. Esto sucede porque la Policía no cuenta con suficiente presupuesto para ejecutar las medidas de protección, es decir para asegurar que el agresor prohibido de acercarse al domicilio de la agraviada cumpla con ello o hasta acudir al llamado de las usuarias que cuentan con medidas de protección. 

Hay muchas dificultades para poner en práctica las medidas de protección, toda vez que no se le ha dado prioridad institucional, ni presupuestal. Estas son algunas razones para que el Ministerio Público y el Poder Judicial no otorgue medidas de protección como la Ley y demás normas de la materia establecen. 

b) ¿mecanismos de rescate de mujeres? 

En mayo del año 2004 se aprobó la Ley Nº 28236: Ley que crea Hogares de Refugio temporal para las víctimas de violencia familiar que fue creada para las “personas que son víctimas de violencia familiar y que se encuentren en situación de abandono, riesgo o peligro inminente sobre su vida, salud física, mental o emocional a causa de la violencia familiar” (art. 1).

A nivel del Poder Ejecutivo, el Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual del MIMDES
 tiene entre sus funciones
, promover el desarrollo de las “Casas Refugio en coordinación con la sociedad civil. 

Estas funciones deben realizadas de manera compartida con las municipalidades en concordancia con el artículo 3 de la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar. El art. 84 de la Ley Orgánica de Municipalidades establece que las municipalidades, entre sus varias funciones en materia de programas sociales, de defensa y promoción de derechos, tiene la de promover, organizar y sostener, de acuerdo a sus posibilidades, entre otros, las  casas de refugio.

Existe el RECARE (Red Nacional de Casa Refugio para la mujer y la niñez víctimas de violencia familiar y sexual) integrado por personas y organizaciones, que cuenta con subsidio y supervisión del Estado. En la práctica, sin embargo, este subsidio resulta insuficiente debido a la alta demanda que tienen a partir de las derivaciones de casos que realizan las instituciones públicas y privadas, por lo que enfrentan serios problemas de sostenimiento.

c) intervención policial?
La intervención de la Policía Nacional del Perú está regulada por Resolución Directoral 1724-2006-DGPNP/EMG-PNP (17 de agosto de 2006). En ella se establece que la intervención para casos de violencia familiar debe enmarcarse dentro de los criterios establecidos en el ordenamiento jurídico nacional y la violencia sexual, sin importar que hayan sucedido en contexto familiar se rigen por el derecho penal. 

Esto, tiene relación directa con la capacitación del personal policial, pues de lo contrario, antes que los estándares de intervención ya establecidos van a prevalecer los estereotipos y prejuicios, lo que determinaría que la agraviada acceda o no a la justicia. Asimismo, otro factor que impide la efectividad de la intervención es que hay poca y débil coordinación interinstitucional para ejecutar las medidas de protección dictadas. Sin duda la falta de presupuesto, determina que la Policía, no sólo no intervenga sino que incluso no acuda a los llamados de las mujeres que cuentan con medidas de protección.

d) ¿cambio de identidad?

No está contemplada como una medida de protección, no obstante si se solicitara el fiscal o juez/a, debería resolver el pedido pues como se ha señalado la lista de medidas de protección no es taxativa. Tampoco es considerado un mecanismo de cumplimiento de las medidas de protección.
e) ¿protección de testigos? 

En la investigación fiscal se aplica el Reglamento del Programa Nacional de Asistencia a Víctimas y Testigos del Ministerio Público, aprobado mediante Resolución N°1558-2008-MF-FN de fecha 12 de noviembre de 2008. Dicha norma se autodefine como “un diseño desarrollado e implementado por la Fiscalía de la Nación, cuya finalidad esencial es apoyar la labor fiscal, adoptando las medidas de asistencia legal, psicológica y social a favor de las víctimas y testigos que intervengan en la investigación o en los procesos penales, cautelando que sus testimonios o aportes no sufran interferencia o se desvanezcan por factores de riesgo ajenos a su voluntad; así como supervisar la ejecución de las medidas de protección que eventualmente se dispongan”
.
Asimismo, la Directiva 005-2009-MP-FN, tal como se presenta, posibilita la expedición oportuna y eficiente de las órdenes de asistencia a las víctimas y testigos. 

f) ¿salvoconducto para salir del país? 

No está contemplada como una medida de protección, no obstante si se solicitara el fiscal o juez/a, debería resolver el pedido pues como se ha señalado la lista de medidas de protección no es taxativa. Tampoco es considerado un mecanismo de cumplimiento de las medidas de protección.

g) ¿redes seguras de referencia?
La única institución que ha establecido una disposición referida a este punto es el Ministerio Público para casos de violencia contra la mujer en el ámbito privado, a través de la Directiva Nº005-2009-MP-FN. En su artículo 25 sobre la coordinación del Fiscal con instituciones públicas o privadas que promuevan circuitos de atención a las víctimas y agresores señala que “(c)uando no corresponda que la presunta víctima sea derivada a la Unidad de Asistencia a Víctimas y Testigos, el Fiscal, dentro del área territorial de su competencia, deberá insertarse en circuitos locales que contengan programas de atención, recuperación y seguridad, así como el tratamiento para los agresores, orientados a prevenir y erradicar la violencia familiar y de género, creando las alianzas estratégicas necesarias con instituciones públicas o privadas de la zona. En caso de no existir los circuitos locales, el fiscal los promoverá. Los acuerdos interinstitucionales para casos concretos se plasman en un acta, de tal manera que los compromisos pactados sean susceptibles de seguimiento y evaluación. En caso de formulación de convenios o implementación de circuitos interinstitucionales, éstos necesariamente se realizarán conforme a lo dispuesto en el Reglamento de Asistencia a Víctimas y Testigos”. 

En la práctica la Unidad de Asistencia a Víctimas y Testigos por falta de recursos humanos, no se abastece para cumplir lo que establece la Directiva, por lo que,  está asumiendo los casos que considera “más graves”, acudiendo a los circuitos de atención de víctimas y testigos, con otros casos no tan graves, dejando sin este mecanismo de protección a la mayor parte de casos. 

21.¿Cuentan con evaluaciones y estudios sobre cuánto tiempo toma en la realidad otorgar medidas de protección luego de la presentación de la denuncia? ¿Cuentan con estadísticas sobre cuántas y qué tipo de medidas de protección fueron otorgadas a mujeres afectadas por violencia en el último año, en relación al total de medidas de protección solicitadas?
/

Con fecha 13 y 21 de mayo de 2010, en virtud de la Ley 27086, Ley de Transparencia y Acceso a la Información, enviamos un pedido de información al Ministerio Público y Poder Judicial, respectivamente, sobre lo referente a medidas de protección. 
Mediante Oficio Nº 8835-2010-MP-FN-SEGFIN, de fecha 17 de junio de 2010, el Ministerio Público responde el mencionado pedido, remitiendo estadísticas sobre medidas de protección otorgadas en Lima, San Juan de Lurigancho y Huancavelica (los dos últimos son el distrito limeño y la provincia peruana, respectivamente, con más incidencia de violencia contra la mujer). En estos lugares durante el 2009, se han otorgado 6836 medidas de protección, siendo las que más las otorgan, la Fiscalía Provincial Mixta de San Juan de Lurigancho y la Fiscalía Provincial Civil y de Familia de San Juan de Lurigancho (710 y 663, respectivamente durante el 2009). Cabe destacar que la segunda que menos medidas de protección otorgaba es la Fiscalía Provincial Mixta de Huancavelica, sólo 95 durante todo el 2009.
A la fecha, 27 de junio de 2010, el Poder Judicial no ha respondido al pedido de información mencionado líneas arriba.
No se cuenta con estudios, ni estadísticas del Estado sobre el tiempo que toma otorgar medidas de protección luego de la denuncia.  Es una mínima cantidad de casos los que cuentan con medidas de protección y pese a que es una obligación que cuenta con plazo máximo de 48 horas, bajo sanción de responsabilidad funcional, no es costumbre de los fiscales dictarlas. Cabe destacar que no sólo es obligatorio dictar medida de protección sino que para los Fiscales, en virtud de la  Directiva 005-2009-MP-FN está prohibido dictar el cese de la violencia como si se tratara de una medida de protección.

Se cuenta con un estudio cualitativo del Ministerio Público
 sobre la ineficacia de las medidas de protección frente a casos de feminicidio que se consumaron aún cuando la víctima interpuso denuncia y se le otorgaron medidas de protección.

Tiempo transcurrido entre la presentación de la denuncia en el Ministerio Público y la fecha de la muerte de las mujeres.

	Victima
	Edad
	Fecha de denuncia
	Medida de protección
	Fecha del feminicidio
	Tiempo transcurrido de la denuncia al feminicidio en meses

	
	
	
	si
	No
	Fecha
	
	

	V1
	32
	29/12/08
	I
	
	29/12/08
	25/01/09
	1.0

	V2
	50
	15/05/09
	I
	
	16/05/09
	23/06/09
	1.3

	V3
	21
	16/02/09
	
	I
	
	28/03/09
	1.3

	V4
	22
	22/07/08
	
	I
	
	03/11/08
	3.5

	V5
	46
	14/10/08
	I
	
	25/10/08
	27/03/09
	5.5

	V6
	49
	29/09/08
	
	I
	
	23/06/09
	8.9

	V7
	46
	12/11/07
	
	I
	
	17/01/09
	14.4

	V8
	29
	14/03/07
	I
	
	31/07/07
	06/01/09
	22.1

	V9
	36
	20/02/07
	I
	
	20/02/07
	12/06/09
	28.1

	V10
	21
	19/09/01
	
	I
	
	05/04/09
	91.8


Fuente: Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público.

22.
¿Se cuenta con protocolos de atención para las mujeres, niñas y adolescentes afectadas por la violencia, en el idioma oficial y en el de los pueblos indígenas, para uso de la/s:

a) Policía y personal de las entidades receptoras de denuncias? 

El protocolo de atención para casos de violencia contra la mujer en ámbito familiar que regula la actuación de la Policía es el Manual de Procedimientos Policiales operativos en la intervención con la familia R.D. Nº 1724 – 2006 – DGPNP/EMG – PNP del 17 de agosto 2006. En su fundamento doctrinal considera la eliminación de todas las formas de violencia contra la mujer basada en la Declaración sobre la Eliminación de la Violencia contra la Mujer (1993), la Convención para la eliminación de todas las formas de violencia contra la mujer y la Convención para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la mujer. 

Esta directiva describe detalladamente las funciones del personal policial, lo cual evita que aplique la legislación de manera discrecional ya que el manual constituye el marco de su intervención. Sin embargo, tiene información confusa sobre la ruta del proceso, es decir lo que corresponde frente a cada instancia.

Por otro lado, sobre el plazo de 5 días para realizar la investigación policial y entregar el atestado policial, prevé que si no fuera posible la policía envíe un “parte de avance de las investigaciones preliminares” a la autoridad competente precisando que el atestado se enviará una vez concluida la investigación.
Cabe resaltar que a diferencia de su directiva de 1994, ya no se establece la conciliación de las partes del proceso por violencia familiar. 

Este protocolo no hace referencia alguna a los casos de violencia que sufren mujeres que pertenecen pueblos indígenas.

b) Fiscalías? 

El Ministerio Público regula su intervención, básicamente a través de la Directiva 005-2009-MP-FN referida a violencia familiar y de género. Esta pretende optimizar la atención de casos de violencia contra la mujer. En tal sentido se pone especial énfasis en las medidas de protección, se insiste en la obligación de otorgarlas, la prohibición del cese de la violencia como medida de protección, la coordinación intra e interinstitucional para enfrentar este problema, así como la obligación de informar sobre sus derechos a las agraviadas mediante cartillas, entre otras que abarca la mencionada directiva. 

Como señalamos, la Directiva se está implementando a la par que el nuevo Código Procesal Penal y en Lima, por lo que recién los fiscales se están familiarizando con las mencionadas medidas, pese a que varias de ellas tenían el mismo carácter vinculante desde el antes de la aprobación de la Directiva.

No obstante, la Directiva menciona en su glosario de términos que tiene enfoque de interculturalidad, ello no garantiza que efectivamente se vayan a tomar las medidas necesarias para la atención en casos de violencia contra mujeres indígenas, rurales y nativas, máxime si hay muestras que no es prioridad para el Estado la atención para dichos casos. 
En tal sentido, no se desprende del enunciado enfoque de interculturalidad que vayan a existir protocolos en idiomas originarios o intérpretes especializados en derechos humanos, género e interculturalidad.
Ello ha sido corroborado con la información remitida por el Ministerio Público, en virtud del pedido que realizamos en base a la Ley de Transparencia y Acceso a la Información, toda vez que allí responden que ni la directiva, ni la cartilla se encuentran traducidas, sino sólo en su versión original en español
.

c) Operadores/as de salud? 

Guía Médico Legal para la Evaluación integral a Presuntas Víctimas de Delitos contra la Libertad sexual del Instituto de Medicina Legal que depende del Ministerio Público. Cabe señalar que este documento está principalmente dirigido al personal del Instituto de Medicina Legal y da lineamientos de atención a víctimas  de violencia sexual. No obstante, observamos en el documento que aún no se ha superado el tratamiento revictimizador de términos como: “himen complaciente".

Protocolos de atención que el Ministerio de Salud establece que deben ser empleados por el personal de salud para atender adecuadamente los casos de violencia contra la mujer:

- La Guía Técnica de Atención Integral de las personas afectadas por la Violencia basada Género (2007) tiene como propósito contribuir a la optimización de la calidad de atención de dichos casos a nivel nacional. En tal sentido, ha establecido la atención oportuna, certificados gratuitos, guía y flujograma de atención, calidad del servicio basado en la dignidad de las personas y que existan mecanismos que hagan posible su cumplimiento
. 

- Las Guías Nacionales para la Atención Integral de la Salud Sexual y Reproductiva
 fueron creadas para optimizar la atención de mujeres, niños y ancianos, señalan procedimientos y rutas procesales, como servicios gratuitos de atención. Sobre el particular, el artículo 29, la Ley de Protección frente a la Violencia Familiar señala que los certificados emitidos por los establecimientos de salud y educación tienen valor probatorio certificados médicas que los origina, así como los exámenes o pruebas complementarios para emitir diagnósticos, gratuitos. 

d) Otros? Especificar

El Centro Emergencia Mujer (CEM), está a cargo del Programa contra la Violencia Familiar y Sexual. El CEM es un servicio que  brinda atención legal, psicológica y social a casos de violencia contra la mujer, sus funciones están reguladas por la “Guía de Atención Integral de los Centros Emergencia Mujer” aprobada por Resolución Ministerial N° 185–2009–19 de mayo del 2009. El CEM es un servicio en el que se brinda orientación legal, defensa judicial y consejería psicológica frente a la violencia contra la mujer tanto física, como psicológica y/o sexual. Se procura la recuperación del daño sufrido y se presta asistencia social. Actualmente hay 92 CEMs a nivel nacional. La Defensoría del Pueblo en su Informe 144: Centros Emergencia Mujer - Supervisión de los servicios especializados en la atención de víctimas de violencia familiar y sexual; destaca sobre de este protocolo que se autodescriba “como servicios públicos especializados, interdisciplinarios y gratuitos, que brindan atención integral para contribuir a la protección, recuperación y acceso a la justicia de las personas afectadas por hechos de violencia familiar o sexual.” Esta guía ha mejorado de la anterior del año 2000, toda vez que ya no establece la conciliación en el proceso por violencia familiar.

El Poder Judicial en oficio Nº 146-2009-SG-PJ de fecha 08 de setiembre de 2009, responde ante un pedido de información sobre protocolos de atención para casos de violencia sexual, señalando que “no tiene facultades para normar o regular la atención de víctimas de violación sexual siendo su función la de efectivizar y sancionar a los responsables por delitos de violación de la libertad sexual estipulados en el Capítulo IX del Código Penal”. (ANEXO ESCANEADO).

Dicho pedido de información fue solicitado en virtud al Acuerdo de Solución Amistosa del caso MM, que se encuentra ante la Comisión Interamericana, pues uno de los compromisos del Estado es adoptar las políticas públicas y modificaciones legislativas propuestas por las peticionarias. Entre esas propuestas se encuentra la aprobación de protocolos para la atención de la violencia sexual contra las mujeres. Por lo que, la respuesta del Poder Judicial, adicionalmente a constituir un obstáculo para el acceso a la justicia de mujeres que acuden a jueces/zas cuyo criterio está permeado por estereotipos de género, está incumpliendo, como parte del Estado peruano, el Acuerdo de Solución Amistosa, suscrito en el año 2000. 

No obstante ello, el Poder Judicial cuenta con una Directiva Nro. 003-2009 - CE - PJ sobre "Procedimiento para la prevención y sanción de actos de hostigamiento, chantaje y/o acoso sexual en el Poder Judicial", aprobada por Resolución Administrativa 147-2009-CE/PJ. Esta es una buena iniciativa del Poder Judicial para enfrentar las prácticas de acoso sexual que un gran sector del personal tiene, aprovechando posiciones de poder que detentan, Esta directiva no logrará los fines buscados si no garantiza que el tráfico de poder impida la sanción de este tipo de actos.
En caso de que existan, anexar una copia de este(os) protocolo(s). En caso de que no exista este protocolo, o exista solo en idioma oficial, explicar qué pasos se han tomado para su elaboración y/o traducción
/. 
Va adjunto.
23.
¿Los juzgados y fiscalías usan la Convención de Belém do Pará y los tratados internacionales de derechos humanos en sus sentencias y dictámenes? ¿Se ha realizado un estudio o evaluación sobre el uso de estos instrumentos  en el trabajo de jueces/as y fiscales/as?  En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes.

Del análisis de tres expedientes, por violencia sexual resulta que los operadores de justicia no utilizan la Convención de Belém do Pará como estándar de justicia para estos casos, en los tres casos desestiman la denuncia pues exigen niveles probatorios que no corresponden a una violación de derechos humanos que en la mayoría de casos ocurre clandestinamente. Asimismo exigen que la declaración de la víctima, en los varios interrogatorios que realizan (las mujeres adultas no son beneficiarias de la Cámara Gessel, por lo que no están protegidas contra la revictimización) sea estrictamente “sólida, firme, uniforme y coherente”, sancionando que la mujer se olvide de algún detalle o recuerde de más. Así en el Recurso de Nulidad Nº 5300-2008, interpuesto por un agresor contra la resolución de Sala Superior que lo declaraba culpable de violación sexual contra una menor de 14 años, la Sala de la Corte Suprema de Justicia enumera de la siguiente manera:

i) que el abuso sexual se produjo en dos ocasiones, en un lapso de tres días más o menos, no obstante haber indicado en su primigenia versión policial que los abusos sexuales de que fue víctima ocurrieron el 28 de noviembre y el 08 de diciembre de año 2004;

ii) que concurrió a la casa del encausado para que le enseñara inglés, lo cual no indicó en su versión policial;

iii) que luego de haber abusado sexualmente de ella, la primera vez el encausado, le dio tres nuevos soles para que no diga nada a nadie, y en la segunda ocasión le entregó dos nuevos soles, cuando en su manifestación policial de fojas nueve indicó que el 28 de noviembre de 2004 le dio un nuevo sol
.

Ello fue fundamento suficiente para que la Sala de la Corte Suprema absolviera al agresor y es sólo una la absoluta indiferencia de los operadores de justicia frente a la afectación pues no consideran el estado emocional en el que se encuentra la mujer luego de los hechos de violencia. 

24.
¿Se han realizado evaluaciones o estudios sobre:

a. el uso de estereotipos, prejuicios, mitos o costumbres en los casos de mujeres víctimas de violencia, y cómo esto puede afectar el proceso y/o las sentencias? 

b. si los/las jueces/zas y demás operadores/as de justicia toman en cuenta negativamente la historia personal de la víctima o su experiencia sexual antes de emitir su sentencia?

En caso de existir dicho estudio, reseñar las principales conclusiones y/o sentencias relevantes.

Toda la actuación de los operadores de justicia, está basada en disposiciones internas, supuestamente neutras, que sirven como fundamento legal, en ese sentido encontramos nuevamente en el Recurso de Nulidad Nº 5300-2008, un estereotipo recurrente que tiene que ver con la incapacidad para agredir sexualmente vinculada por los operadores de justicia a las disfunciones sexuales; en este caso consideraron “(…) que se indica que dicho encausado presenta signos de potencia sexual muy disminuida , de lo que se infiere una mínima posibilidad de lograr una relación sexual”
. 

Los operadores mantienen esta tendencia pese a que ya se ha modificado el Código Penal, estableciendo que el delito de violación sexual se configura por el acceso carnal forzado no sólo a con genitales sino con cualquier objeto utilizado con esos fines. Este tema es grave y aminorar sus efectos depende de la especialización y actualización de los operadores que administran justicia. En el caso AUAS, del año 2008, una resolución de Sala Superior condena a un médico que violó sexualmente a una menor de 17 años, por actos contra el pudor, determinándose una pena mínima; Ello sucedió porque desde el fiscal, y jueces/zas de Puno no conocían la modificación antes mencionada de la norma penal.

No existe una disposición autonormativa o externa que establezca que se debe analizar los hechos de vulneración al derecho a una vida libre de violencia, independientemente de la historia personal de la agraviada por ello pese a que no existen estudios sobre el particular, se puede concluir que en muchos de esos casos, para los y las operadores prevalece la “moral y las buenas costumbres”, por lo que sancionan la conducta sexual o familiar de las mujeres en lugar del agravio cometido en su contra. 


IV.
SERVICIOS ESPECIALIZADOS
25.
¿En los últimos cuatro años, el Estado (no sociedad civil) ha aumentado los refugios, casas de acogida y centros de apoyo integral para mujeres afectadas por la violencia, sus hijas e hijos? De ser así, explicar cuántos y en qué localidades. De no ser así, explicar qué medidas se han tomado para aumentar dicho número, y fecha estimada de operación de los nuevos refugios y centros de atención
/.
Estos servicios se brindan dentro del marco del Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social – MIMDES, que es el órgano encargado de diseñar y ejecutar a nivel nacional acciones y políticas de prevención, atención y apoyo a las personas involucradas en hechos de violencia familiar y/o sexual que ejecuta el Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer (PNVCM). El tipo de servicios son los que siguen:

La atención en Centros Emergencia Mujer (CEMs), se realiza en cualquiera de los 75 Centros Emergencia Mujer que ofrecen servicios de consejería psicológica, asesoría legal y servicio social. En algunos CEMs se cuenta con División de Familia de la Policía Nacional del Perú, Fiscalía de Familia y Centros de Conciliación. Según su diseño, deberían tener un equipo de atención multidisciplinario, pero según Informe de la Defensoría del Pueblo, sólo uno de todos los CEM se ajusta al modelo previsto en las normas que lo regulan.

Centro de atención integral frente a la violencia familiar atiende a personas con comportamientos violentos hacia la familia. Tiene un equipo multidisciplinario está compuesto por profesionales en psicología, psicoterapia y trabajo social.

Línea Gratuita Ayuda Amiga 0-800-16-800 Ofrece orientación, consejería y derivación para casos de violencia familiar y sexual. 

La Línea 100 ofrece protección ante maltrato infantil, abuso sexual y explotación sexual comercial infantil. Es gratuita y accesible desde teléfono público, fijo o celular.

Capacitaciones, se brinda charlas, seminarios y cursos a cualquier institución u organización que lo solicite. 

Prevención, a través de los CEMs se promueve la promoción organizada de la comunidad para prevenir la incidencia de violencia familiar y sexual en la población. 
Para reforzar este trabajo de prevención se ha implementado una red de programas de radio y televisión en diversas ciudades del país que brindan información y orientación para detectar y denunciar casos de violencia familiar y sexual.

Asimismo, también existen las casas refugio u hogares de refugio temporal, creadas en el año 2004 y que son parte de el sistema de atención integral desarrolladas por iniciativa de la sociedad civil y apoyadas por el PNCVFS. Estas casas permiten salvaguardar la integridad física y emocional de las mujeres víctimas de violencia familiar y sexual. Se les brinda apoyo mediante la entrega de bienes de capital y de consumo, así como en la capacitación especializada para sus operadoras, siendo albergues transitorios, y brindando un espacio seguro para analizar y decidir acerca de un nuevo proyecto de vida en paz y sin violencia. En ellas se ofrece, atención integral y multidisciplinaria (legal, psicológica, y capacitación laboral) y un albergue  de carácter temporal a madres e hijos.

Por su parte el Ministerio de Justicia ofrece una línea de orientación legal gratuita (ALEGRA), a través de la cual abogados especialistas de este ministerio, asesoran y orientan en temas legales a las personas que requieren ser orientadas acerca de sus derechos, cómo y dónde ejercerlos y defenderlos.

26.
¿En los últimos cuatro años se ha ampliado y/o mejorado la cobertura de servicios gratuitos especializados proporcionados por el Estado (no sociedad civil) como:

a)
asesoría jurídica gratuita previa al proceso?
b)
patrocinio jurídico gratuito durante el proceso?

c)
líneas telefónicas gratuitas, que atiendan 24 horas a nivel nacional?

d)
programas de salud, incluso de salud sexual y servicios de interrupción legal del embarazo?

e)
consejería psicológica, terapia, grupos de apoyo y autoayuda? 

f)
otros? Especificar……………………………….

En caso de que se hayan aumentado, explicar de qué forma se amplió y/o mejoró la cobertura. En caso de que no se hayan aumentado, explicar las razones y qué medidas se han tomado para garantizar dicho aumento o mejora
/.
De acuerdo a la información publicada por el MIMDES y los hallazgos de la Defensoría del pueblo, entre enero del 2007 y junio del 2008, el número de Centros de Emergencia Mujer de Lima y Callao se incrementó en un 50%, mientras que en el caso de los CEM ubicados en las provincias, el crecimiento fue un poco mayor al 100%. De lo observado en el caso de Lima y Callao, y en las capitales de departamento, el mayor crecimiento se produjo en los dos primeros años de funcionamiento de este servicio. En el 2001, la tendencia decreció, hasta el año 2007 en que se crearon 20 nuevos CEM, principalmente en provincias. Es importante mencionar que desde la fecha (en junio del 2008) de la supervisión realizada por la Defensoría del Pueblo, de donde se obtiene esta información, se han creado 16 nuevos CEM. Asimismo, la Ministra de la Mujer anunció a fines del año 2009 que para el 2010 se crearían al menos 42 Centros de Emergencia Mujer (CEM) se crearían en el 2010, con lo cual sumarían 131 en todo el país, también habló de fortalecer los ya existente.

Además, de la Defensoría del Pueblo, existen experiencias de observatorios y vigilancia de algunos CEM, de parte de la sociedad civil y mujeres de organizaciones sociales, que comparten una mira crítica en cuanto a las condiciones en que labora el personal de los CEM y el cumplimiento de calidad según estándares de derechos humanos, ya que no se cuenta con los presupuestos adecuados, más aun si en la demanda es creciente.

Por su parte, se puede ver incrementos en las atenciones de las líneas telefónicas gratuitas, ahora de 24 horas, y la creación de nuevas casas de refugio temporal, especialmente en provincias.

En el caso de salud, se han dado algunas reformas que han favorecido el incremento de las atenciones médicas de partos en el área rural, sin embargo, no existe ninguna mejora en el caso de los servicios de interrupción legal del embarazo, dado que aunque no está penalizado el aborto terapéutico, al no existir un protocolo de atención, este servicio no se ha venido brindando. Tampoco hay mejoras significativas en los programas de salud sexual.

La consejería psicológica está incluida en los servicios que prestan los CEMs, por lo cual se esperaría un incremento en la cobertura de este tipo de atención.

27.
¿Existen campañas de difusión de estos servicios para el conocimiento de las mujeres?

Estos servicios son difundidos por los mismos ministerios, tanto en sus sitios web como en propagandas radiales y, en menor medida, televisivas. Sin embargo, aún no se evidencia que la difusión de los servicios mencionados sea prioridad para los ministerios o sectores involucrados.

28.
¿Se han realizado evaluaciones de los servicios ya existentes mencionados en las preguntas 25 y 26, así como de satisfacción de las usuarias respecto de ellos? De ser así, explique cuáles fueron los resultados de dichas evaluaciones, y las medidas tomadas por el Estado para implementar sus recomendaciones y mejorar los servicios. En caso de que no existan evaluaciones, explicar las medidas adoptadas para realizar una evaluación durante el presente año
/.
La Defensoría del Pueblo, a través de la Adjuntía para los derechos de Mujer de la Defensoría del Pueblo, realiza informes defensoriales, muchos de ellos de carácter evaluativo, ya que como parte de sus funciones está el investigar y documentar quejas contra (Esto se verá también más adelante en el cuestionario):

· Las comisarías que se niegan a recibir denuncias por violencia familiar.

· Los centros de salud estatales que rehúsan expedir gratuitamente certificados médicos en caso de violencia familiar.

· Los centros de salud y hospitales que incurran en irregularidades en la aplicación del Programa de Salud Reproductiva y Planificación Familiar.

· Los profesores de colegios que abusan sexualmente de sus alumnos y alumnas.

· Los médicos legistas que se niegan a atender a las víctimas de violencia sexual o familiar.

Dentro de este marco, la Adjuntía de la mujer realizó recientemente el Informe Defensorial N. 144: Centros de Emergencia Mujer: Supervisión a los Servicios Especializados en la Atención de Víctimas de Violencia Familiar y Sexual. (http://www.defensoria.gob.pe/accesibilidad/biblio.php). Este informe ha puesto de manifiesto distintas deficiencias en el funcionamiento de los CEM, entre ellas que si bien casi la totalidad de los 73 CEM supervisados –de un total de 89 existentes en todo el país- cuentan con psicólogos, abogados y trabajadores sociales, 14 de ellos (Cajamarca, Cangallo, Chimbote, Huamanga, Huanta, Iquitos, La Mar, Moyobamba, Parinacochas, Puno, Rioja, Trujillo, Vilcashuamán y Yurimaguas) no tienen en su plan a estos profesionales. Por otro lado, que el 82,4 por ciento de Centros de Emergencia Mujer (CEM) carece de sala de cuidado para menores y el 69,9 por ciento incumple las normas de accesibilidad para personas con discapacidad, entre otros hallazgo. Tal documento ofrece recomendaciones detalladas para el mejor funcionamiento de estos centros.

Por su parte, el propio PNCVFS del MIMDES cuenta con mecanismo para el monitoreo y la evaluación de sus servicios, sin embargo, esta información suele ser optimista por lo que es preferible recurrir a otro tipo de fuente como el caso del informe defensorial ya mencionado.
V.
PRESUPUESTO 
/
29.
En los últimos cuatro años, ¿cuál ha sido el porcentaje del presupuesto nacional destinado a programas de violencia contra las mujeres (no solo familiar o doméstica)? Favor especificar si la fuente de estas partidas son los fondos públicos, el financiamiento privado o la cooperación internacional.

El presupuesto institucional 2009 de la unidad ejecutora Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual (PNCVFS) fue de 17`099.907 que representa el 2% del presupuesto anual del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social - MIMDES.

De este presupuesto se asignó para el Nuevo Plan contra la Violencia de la Mujer 2009 – 2015  (código 01167) la cantidad de 28,000 nuevos soles. Este monto se asignó a la elaboración de instrumentos previos a la aprobación del PLAN.

El PNCVHM fue aprobado el 27 de marzo del 2009. El 30 de abril se conformó la Comisión Multisectorial de Alto Nivel del  plan. En el mes de junio se concluyó  con el diseño del Plan Operativo Anual 2009 del PNVCM.  El cálculo que hizo la Secretaría Técnica del Plan para la ejecución del POA-   segundo semestre 2009,  fue de 800,000.00 nuevos soles, por lo que los 28,000 nuevos soles asignados resultan irrisorios.
Asimismo, si bien el presupuesto para el PNCVFS para el año 2010 ascendió a 27,594,060 Nuevos Soles,  anunciándose que dicho incremento presupuestal se invertiría en crear más CEM y personal, recientemente, en el Grupo de Trabajo Nacional (GTN) responsable de dar seguimiento al Nuevo Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer, CLADEM-Perú, Demus, entre otros representantes de la sociedad civil, fueron informadas sobre el Decreto de Urgencia 037 – 2010 y su implicancia en la implementación del PNVCM 2009 – 2015. En concreto lo que va a suceder es que existirán limitaciones para poder gastar lo proyectado para el 2010. El incremento de presupuesto que logró el Programa Nacional contra la Violencia Familiar y la Violencia Sexual, quedaría en nada ya que no se podrá gastar ni contratar nuevo personal por ejemplo para los CEM`s. En el GTN se ha solicitado a los sectores revisar el POA 2010 a la luz del Decreto de Urgencia para ver las actividades que se verán afectadas. 


No existe información oficial disponible sobre la fuente de las partidas para el PNCVFS específicamente. Sin embargo, según el presupuesto institucional (POI) correspondiente a 2009, la fuente de financiamiento del MIMDES son en un 95.8% los recursos ordinarios, el 0.1% corresponde a recursos directamente recaudados, el 1.9% corresponde a recursos por operaciones oficiales de crédito y un 2.2% a donaciones y transferencia.


Para el presente año, el MIMDES y su PNCVFS diseñarán un Programa Estratégico como parte del Presupuesto Nacional por Resultados, enmarcado dentro de la condición de interés definida como ¨alta prevalencia de la violencia familiar y sexual¨, que se espera permita contar con un mecanismo institucionalizado y de carácter estratégico con relación al tema de la violencia contra la mujer
30.
En los últimos cuatro años, ¿cuál es el porcentaje del presupuesto nacional asignado por año a:

a)
comisarías de mujeres, fiscalías u otras entidades receptoras de denuncias?

b)
capacitación de funcionarios/as?

c)
servicios especializados: refugios y casas de acogida; línea de asistencia gratuita, asesoría jurídica gratuita, patrocinio jurídico gratuito y consejería psicológica gratuita?

d)
campañas de prevención de la violencia contra las mujeres?

e)
servicios de salud para las mujeres afectadas por la violencia a nivel nacional?

f)
Otros? Especificar………………………….

Aunque el Ministerio de Economía y Finanzas cuenta en su portal con un navegador especial para la revisión del presupuesto nacional (Promoviendo la transparencia:), no se puede llegar a recoger información de este nivel de detalle. Sin embargo, hay datos que sí pueden recogerse como que el presupuesto para el PNCVFS para el año 2010 ascendió a 27,594,060 Nuevos Soles, y que de este total, 19,466,867 Nuevos Soles forma parte de la función para la ¨asistencia en el caso de violencia familiar¨ y 8,127,193 corresponde a la ¨prevención de la violencia familiar y sexual¨. Al ver el detalle se puede concluir que la mayor parte de este presupuesto va a los CEM. Por otro lado, si se buscar cuanto destina el Ministerio del interior a temas de violencia familiar y sexual, se encuentra que siendo el presupuesto del sector para el 2010 de 4,628,901,919 Nuevos Soles, sólo 1000 Nuevos Soles corresponden a ¨ Propiciar las estructuras y patrones socio-culturales que reduzcan la violencia hacia la mujer¨. Es posible que hubiera otras partidas que corresponden a cubrir a las Comisarías de la mujer, por ejemplo, sin embargo, no se muestran dentro de este rubro ni de otros afines. (Ver: http://ofi.mef.gob.pe/transparencia/Navegador/default.aspx)
VI.

INFORMACION Y ESTADISTICAS
31.
En los últimos cuatro años, ¿Se han realizados estudios e investigaciones desde el Estado sobre violencia contra las mujeres y/o aplicación de la Convención de Belém do Pará en su país? De haberse realizado, presentar las principales conclusiones de dichos estudios y si se ha implementado alguna forma de seguimiento a nivel nacional. De no haberse realizado, ¿qué medidas se han adoptado para realizarlos?

Ya en el año 2006, el MIMDES sostiene que para lograr un mejor abordaje de la problemática de la violencia familiar y sexual, se requiere promover la investigación y generación de información e incluye dentro de su marco normativo para ello: La creación del PNCVFS (Decreto Supremo 008-2001 PROMUDEH, la formulación del Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer 2002-2007 y la Convención Interamericana para prevenir, sancionar, erradicar la violencia contra la mujer ¨Convención Belém do Pará. 

Para ese año el MIMDES, publicó un estudio realizado para los distritos de San Juan de Lurigancho, Puno y Tarapoto sobre violencia familiar y sexual en mujeres y varones de 15 a 59 años. Sin embargo, a lo largo de los últimos cuatro años, las investigaciones realizadas han sido puntuales. Entre las publicaciones realizadas en estos años se encuentran:

· DETRAS DEL MANDIL: Trabajadoras del hogar, víctimas de maltrato y hostigamiento sexual. 

· Centro de Emergencia Mujer. ¿Que son los Centros Emergencia Mujer? Situación actual y perspectivas dentro del proceso de descentralización 

· Estado de las Investigaciones en Violencia Familiar y Sexual. "Estado de las Investigaciones Sobre Violencia Familiar y Sexual en el Perú 2001-2005"

· Estado de las Investigaciones en Violencia Familiar y Sexual en el Perú. Código N° PNVFS-10. 

El actual Programa Nacional contra la Violencia Familiar y Sexual establece la importancia de formular y proponer lineamientos y normas respecto a la atención, prevención e investigación del problema de violencia familiar y sexual necesarios para el funcionamiento del Programa. En ese sentido, el Plan Operativo Institucional del MIMDES para el año 2009, dentro de lo asignado para el PNCVFS contempla una partida (Finalidad 02964) para la investigación en violencia familiar y sexual, correspondiéndole un presupuesto de 280,097 nuevos soles.  Dentro de esta línea, se ha programado realizar algunas publicaciones, Entre las publicaciones programadas se encuentran: 1. Aspectos técnicos para la investigación en violencia familiar y sexual, 2. Publicación de las investigaciones operativas realizadas en el 2008. 3. Ejecución del estudio ¨Femininicio bajo la lupa¨. Entre otras actividades programadas dentro de esta línea se encuentra la creación e implementación del registro de victimas de feminicidio, con su respectiva capacitación y entrenamiento. 

La revisión de las actividades programadas en esta línea presupuestaria indica que en esta etapa se están sentando las bases que guiarán investigaciones futuras. Se han programado diagnósticos y la formulación de lineamientos para la investigación en el tema así como la  generación de insumos que permitan medir los avances de los temas a estudiar como es el caso del feminicidio.

32.
En los últimos cuatro años, qué actividades se han realizado para promover y apoyar la investigación de la violencia contra las mujeres, en coordinación con las organizaciones de la sociedad civil, así como con los centros académicos del país?
/
El PNCVFS contempla en sus lineamientos la importancia de coordinar y fortalecer redes, con participación activa de los diferentes actores sociales en las materias de su competencia. 

Así, como ya fue mencionado antes, se instaló el grupo de trabajo del Plan Nacional contra la Violencia hacia la Mujer 2009-2015. El Grupo de Trabajo Nacional está conformado por los siguientes integrantes: Ministerios de Educación, Salud, Interior, Justicia, Relaciones Exteriores, Trabajo y el MIMDES; además de estar integrado por representantes de la Defensoría del Pueblo, Poder Judicial y Fiscalía de la Nación. 


Asimismo, también lo conforman representantes de la sociedad civil, como la Red Nacional de Promoción de la Mujer, CLADEM, INPPARES, CESIP y Calandria.

Este grupo de trabajo se reúne el primer viernes de cada mes para trabajar las actividades del año y monitorear los avances por cada uno de los sectores del Estado.

Sus funciones son las siguientes:

· Elaborar los planes operativos anuales para la ejecución del Plan y someterlo a consideración de la Comisión de Alto Nivel para su aprobación.

· Efectuar el monitoreo y seguimiento del Plan a nivel nacional.

· Elaborar los informes de seguimiento y evaluación del Plan y efectuar las observaciones y recomendaciones correspondientes para su efectivo cumplimiento.

· Analizar y articular los resultados del seguimiento del Plan, con el fin de dar cuenta de sus avances a las instancias nacionales e internacionales.

· Coordinar con los representantes elegidos por el Poder Legislativo, el Poder Judicial, el Ministerio Público y la Defensoría del Pueblo, para su participación en la Mesa.

· Los integrantes representantes de la sociedad serán seleccionados de un registro de organizaciones no gubernamentales y sociales a cargo del Programa Nacional contra la

· Violencia Familiar y Sexual, bajo el criterio de competencia en la materia y mayor representatividad a nivel nacional con interés público comprobado en la problemática.

No hay información oficial sobre trabajos de investigación coordinados con el sector académico del país.

33.
En los últimos cuatro años, ¿se han realizado encuestas periódicas especializadas en:

a) violencia contra las mujeres? 

La Encuesta Demográfica y de Salud familiar es una investigación que se realiza en el marco del Programa Mundial de las Encuestas de Demografía y Salud, para obtener información actualizada y efectuar análisis del cambio, tendencias y determinantes de la fecundidad, mortalidad y la salud en el Perú. La ENDES se viene realizándose desde hace más  de 20 años, sin embargo, sus cuestionarios se han ido ajustando a través del tiempo. Para el 2009 se constituye también como el instrumento oficial de monitoreo de los Programas Estratégicos: Programa Articulado Nutricional, Salud Materno Neonatal y Acceso de la Población a la Identidad.

La población bajo estudio son los hogares particulares y sus miembros y  todas las mujeres de 15 a 49 años de edad y sus hijos de 5 años o menos.

Dentro de su cuestionario individual se encuentra el tema de la Violencia Familiar (no específicamente hacia la mujer) entre otros temas como la reproducción, la anticoncepción, el embarazo, parto, puerperio y lactancia, el SIDA y enfermedades transmitidas sexualmente (ETS) y la mortalidad materna

Por otro lado, El Programa Nacional Contra la Violencia Familiar y Sexual (PNCVFS) cuenta con un sistema de estadísticas continuas en el tema de violencia familiar y sexual. Se basa en los registros administrativos de cada uno de sus servicios. Desde la creación del programa, en el 2001, se impulsó la creación de sistemas de registro para visibilizar la problemática de violencia en un contexto en el que la información sobre el tema era mínima. Desde entonces, se han ido ajustando y validando metodologías para el mejor registro, teniendo como contexto el difícil acceso a las zonas remotas donde se prestan los servicios.

Los registros operan teniendo como eje los servicios especializados de los Centros Emergencia Mujer y de servicios complementarios como los Centros de referencia de las Sociedades Públicas de Beneficencia y la línea de orientación telefónica gratuita.  Coordina para la validación de los casos con la Policía Nacional del Perú, la Fiscalía y los medios de comunicación de la prensa escrita y televisiva.

Estos registros se han insertado dentro de los procesos de atención y prevención de la violencia, como mecanismos indispensables para el diagnóstico, seguimiento, monitoreo y evaluación, constituyendo además una fuente económica de generación de datos continuos. De este modo, se cuenta con los siguientes registros:

1. Registro de casos  de los CEM. Permite conocer la incidencia (nuevas situaciones de violencia familiar y sexual) así como la demanda de nuestros servicios

2. Registro de intervenciones profesionales de los CEM (Registra las intervenciones especializadas de los CEM a las personas afectadas, sirve para conocer el desempeño).

3. Registro de la Línea de Orientación Telefónica  100. Da cuenta del perfil de los casos de violencia familiar y sexual  reportados a este servicio de orientación telefónica.

4. Registro de Eventos Preventivos Promocionales  (Permite conocer el quehacer preventivo promocional del PNCVFS).
5. Registro de derivaciones de la RITA (Permite conocer las detección de casos y derivaciones de la Sociedades Públicas de Beneficencia).

6. Registro de Expedientes legales: Permite efectuar el seguimiento de la ruta que los expedientes legales  cursan en el sistema de justicia.

7. Registro CAI (referido al proyecto piloto que atiende a personas agresoras en rehabilitación).

8. Registro de feminicidio y tentativas: Permite identificar a las personas afectadas (familiares, huérfanos y sobrevivientes) a fin de brindarles apoyo psicosocial y defensa legal.

Estos registros tienen las siguientes características:

· Tienen soporte de base de datos por cada caso, intervención, evento, consulta telefónica, derivación y otros. 

· Cuentan con operadores de registro  sensibilizados en el tema, que se actualizan anualmente  en los encuentros nacionales. 

· Tiene cobertura nacional desde el año 2002 de manera ininterrumpida,  inclusive en los periodos de migración a versiones superiores del sistema. 

· Ha desarrollado diversas alternativas de bases de datos, adaptadas a las limitaciones del parque informático y  el contexto de zonas rurales. 

· Los datos se difunden a través de cartillas, boletines, libros, folletos amigables, compendios digitales y página web. 

· La metodología de registro, formatos, manuales, está a disposición que cualquier persona o institución, con la finalidad de fortalecer los sistemas de registro e información en el país. 

· El sistema está constituido por la organización, la gente y metodologías sencillas.

De acuerdo al MIMDES, las estadísticas generadas por el PNCVFS han sido un importante insumo para: 

· Visibilizar la problemática de la violencia familiar y violencia sexual  

· Evaluar el desempeño de los profesionales 

· Determinar la demanda de atención de los CEM 

· Constituye referencia oficial importante sobre la problemática de la violencia. 

· Sirve de insumo para elaborar material de sensibilización. 

· Constituye línea de partida para el desarrollo de investigaciones 

· Permite tomar decisiones informadas. 

Entre los principales mecanismos de difusión de los datos se tiene:

· Publicación mensual en la página Web, que es consultada constantemente por investigadores, estudiantes, instituciones vinculadas al tema, periodistas. 

· Elaboración de notas de prensa mensuales. 

· Elaboración de notas para difusión en radios  y producción de spot (mensual). 

· Elaboración de sistematizaciones para difusión académica (anual) 

· Elaboración de compendios digitales interinstitucionales (anual) 

· Elaboración de cartillas, boletines, folletos (anual y trimestral) 

· Atención continua de pedidos de información internos y externos (semanal) 

Como se ha visto líneas arriba, existe el Registro de Víctimas de Feminicidio  y Tentativa en el Perú, por parte del MIMDES, mediante la Resolución Ministerial 110-2009-MIMDES, publicada el 06 de Marzo 2009. Esta sería una de las últimas iniciativas importantes sobre este tema.

Por su lado el Ministerio de Justicia, a través de su Anuario Estadístico: 

(http://www.minjus.gob.pe/acercaMINJUS/ANUARIO06.pdf), ofrece información como las atenciones de violencia familiar y violación de la libertad sexual realizadas en los juzgados de familia por parte de los defensores de oficio. Asimismo, los Consultorios Jurídicos Populares y ALEGRA brindaron atenciones en casos de violencia familiar y violación sexual, las que están registradas y contenidas en el total de la materia familiar y penal. Se dará más detalle en preguntas posteriores.

b) conocimiento de las mujeres de sus derechos? 

No existe información oficial sobre encuestas periódicas especializadas.
c) conocimiento de las mujeres de servicios estatales disponibles en caso de verse afectadas por violencia?

Ver lo correspondiente en el literal a) de la presente pregunta.
d)
Otros? Especifique………………………………….

En caso de que se hayan realizado, informar si los/as encuestadores/as recibieron capacitaciones previas sobre el tema y la metodología empleada, así como los resultados de dichas encuestas. En caso de que no se hayan realizado, informar de las medidas tomadas para realizar una
/.

34.
¿Se han implementado registros sobre el número y características de las denuncias o casos de violencia contra las mujeres (no solo familiar, intrafamiliar o doméstica) accesibles al público, en:

a)
Policía y otras entidades receptoras de denuncias?

b)
Tribunales y fiscalías?

c)
Servicios de salud?

d)
Otros? Especifique……………………….

Como se detallará más adelante, la Policía Nacional del Perú (PNP) ofrece información sobre las denuncias realizadas por violencia familiar y sexual según zona geográfica, presentando cuadros estadísticos sobre violencia familiar, sobre violencia sexual, sobre trata de personas, entre otros. Así se encuentra que la PNP ha registrado para el año 2008, 87,132 denuncias por violencia familiar, de las cuales 24,416 denuncias se atribuyeron a problemas conyugales; 15,451 a problemas familiares y 6,763 a problemas de alcoholismo y drogadicción. Por su lado, la Encuesta Demográfica y de Salud Familiar (ENDES) también brinda este tipo de información, con otro nivel de detalle, pudiéndose observar en ella indicadores de importancia, como por ejemplo que 4 de cada 10 mujeres,  entre 15 y 49 años en el Perú ha sufrido alguna vez violencia por parte de su pareja.

En caso de haberse implementado, informar del número de denuncias recibidas por año, y cualquier otra información desagregada por edad, ubicación geográfica, origen étnico, estado civil, nivel educativo, ocupación y vínculo con el agresor.  En caso de no haberse implementado, informar de las medidas adoptadas para implementar dichos registros
/.

Como ya se indicó en la respuesta a la pregunta anterior la ENDES al ser una Encuesta Demográfica y de Salud familiar, ofrece información detallada sobre los servicios de salud. Por su parte, sobre las mujeres que denuncian los casos de violencia contra ellas, esta encuesta ofrece cuadros estadísticos de estas denuncias según la instancia en la que las interpusieron, sea una Comisaría, un Juzgado o la Fiscalía. Asimismo, entrega esta información según las características de las mujeres que denuncian los sucesos de violencia. Estas características se refieren al estado civil, nivel educativo, área de residencia (rural o urbana) y quintil de riqueza.

Por su parte, el Ministerio del Interior, en el archivo estadístico de la Policía Nacional del Perú ofrece información sobre las denuncias realizadas por violencia familiar y sexual según zona geográfica, presentando cuadros estadísticos sobre violencia familiar, sobre violencia sexual, sobre trata de personas, entre otros. En su anuario estadístico (el último a disposición es el de 2008, ver: http://www.mininter.gob.pe/admin/archivos/estadisticas/08012010200920_ANUARIO%20ESTADISTICO%20PNP%202008.pdf), presenta información detallada, según perpetuador (hombre o mujer), edad, zona geográfica, tipo de agresión, causa de la agresión, entre otras.

Sin embargo, si se observan sus boletines estadísticos periódicos, no presentan información detallada sobre la violencia contra las mujeres y tampoco sobre la violencia familiar según perpetrador.

Otra fuente de información importante es la que ofrece la Adjuntía para los derechos de Mujer de la Defensoría del Pueblo, a través de sus informes defensoriales. Asimismo, esta instancia tiene entres sus funciones, investigar y documentar quejas contra:

· Las comisarías que se niegan a recibir denuncias por violencia familiar.

· Los centros de salud estatales que rehúsan expedir gratuitamente certificados médicos en caso de violencia familiar.

· Los centros de salud y hospitales que incurran en irregularidades en la aplicación del Programa de Salud Reproductiva y Planificación Familiar.

· Los profesores de colegios que abusan sexualmente de sus alumnos y alumnas.

· Los médicos legistas que se niegan a atender a las víctimas de violencia sexual o familiar.

Por su parte, la Adjuntía al Defensor del Pueblo para los Derechos de la Mujer desarrolla investigaciones sobre la problemática y situación de tales derechos. Un ejemplo de aquello es el Informe Defensorial N. 144: Centros de Emergencia Mujer: Supervisión a los Servicios Especializados en la Atención de Víctimas de Violencia Familiar y Sexual. (http://www.defensoria.gob.pe/accesibilidad/biblio.php)

Este informe de reciente publicación tuvo como fin el evaluar el cumplimiento de las políticas públicas implementadas por el Estado a través del Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social, orientadas a garantizar la atención de víctimas de violencia familiar y sexual. Específicamente, tiene como objetivos: 1. Dar cuenta del funcionamiento de los CEM, con especial énfasis en las condiciones actuales del servicio en el marco del proceso de transferencia (Proceso de descentralización), y 2. Proponer las medidas que deben ser adoptadas por los actores de este proceso de transferencia que propendan a la mejor atención de las víctimas de violencia familiar y sexual.

35.
¿Se cuenta con información en los últimos cuatro años sobre:

a) Número de mujeres víctimas de violencia en el año, por edad, estado civil, tipos de violencia y ubicación geográfica?

El anuario estadístico del Ministerio del Interior ofrece una sección titulada Violencia Familiar: Maltrato a la Mujer, que brinda la siguiente información:

· Denuncias por Violencia Familiar Registrados por la PNP, por Sexo y Edad, según Departamentos.

· Denuncias por Violencia Familiar Registrados por la PNP, por Tipo de Agresión, según Departamentos.

· Denuncias por Violencia Familiar Registrados por la PNP, por Motivo de la Agresión, según Departamentos.

· Denuncias por Violencia Familiar Registrados por la PNP, por Parentesco con el Agresor, según Departamentos.

· Denuncias por Violencia Familiar Registrados por la PNP, por Ocupación de la Agraviada, según Departamentos.

· Denuncias por Violencia Familiar Registrados por la PNP, por Condición Anímica, según Departamentos.

· Denuncias por Violencia Familiar Registrados por la PNP, por Ocupación del Agresor, según Departamentos.

· Denuncias por Violencia Familiar Registrados por la PNP, por Destino del Hecho, según Departamentos.

El último anuario estadístico corresponde al año 2008.

Desde setiembre de 2008 el Ministerio Público viene analizando diferenciadamente las características en torno a los homicidios de hombres y  mujeres en el país. Así, dentro del observatorio de la criminalidad del Ministerio Público se lleva el registro de los casos de feminicidio. El ministerio, a su vez, ha publicado ¨Homicidio y feminicidio en el Perú, Septiembre 2008 – Junio 2009 contiene la sistematización de los datos obtenidos en el período mencionado.

Por su parte, el Ministerio de Justicia ofrece en su sitio web un anuario estadístico: http://www.minjus.gob.pe/acercaMINJUS/Anuario_MINJUS05.pdf, a la fecha se encuentran a disposición los correspondientes a los años 2004, 2005, 2006 y 2007. En tal anuario, existe una sección sobre atenciones de violencia familiar y violación de la libertad sexual (está presentado según sexo y si corresponde a Violación de la libertad sexual, Violación de persona con Alevosía,  Violación de persona incapaz de resistir, Violación de menores, Estupro con pre valimiento, Seducción, Actos contra el pudor, Agravantes, Violación de menores agravada y Actos contra el pudor en menores de 14 años). También se encuentran registros como el número de atenciones brindadas por los Defensores de Oficio en los juzgados de familia, relativa a violencia familiar y violación de la libertad sexual, por sexo, según Distrito Judicial, atenciones brindadas en violencia familiar y violación sexual por los Consultorios Jurídicos Populares y ALEGRA,  y la derivación de consultas de violencia familiar, por sexo.

También ponen a disposición Boletines Estadísticos del Sector Justicia que eventualmente podrían consignar información sobre el tema de violencia familiar y sexual.

Finalmente, el Ministerio Público ofrece estadísticas sobre el feminicidio en el país. Lo hace dentro del Observatorio de Criminalidad que tienen operando. En él se puede ver que el 70% de las víctimas mujeres corresponde a crímenes perpetrados por la pareja o ex pareja de la víctima, mientras que el 18% lo fue por un familiar. Por ello, la Resolución de la Fiscalía de la Nación Nº 1690-2009-MP-FN aprobó la Directiva Nº 005-2009-MP-FN, que tiene por objeto mejorar la intervención de los fiscales frente a los casos de violencia familiar y de género. Esto implica garantizar que las medidas de protección se ejecuten, y de esta forma, contribuyendo así a la prevención del feminicidio. 
b)
Número de procesos por violencia contra las mujeres, con respecto al total de denuncias por violencia contra las mujeres?


No existe información oficial, pública y periódica, que ofrezca este indicador. 

c)
Número de procesos sentenciados condenando al agresor por violencia contra las mujeres, con respecto al total de las denuncias realizadas?


No existe información pública y oficial al respecto aunque se sabe que los casos de condena son mínimos.

d)
Número de mujeres víctimas de femicidio
/ al año por edad, estado civil y ubicación geográfica?


Como se ha indicado anteriormente, se ha iniciado el registro de casos de feminicidio por parte del PNCVFS del MIMDES. Asimismo, se ha detallado que existe información, de este tipo, en el Registro de Feminicidio del Ministerio Público, misma que se presenta de manera periódica dentro del marco del Observatorio de Criminalidad de este Ministerio. Ver:


http://www.mpfn.gob.pe/descargas/feminicidioENE2008_DIC2009_REG.pdf
d) Número de procesos de femicidio sentenciados condenando al agresor por año con respecto al total de casos registrados?

Si bien existe registro de detallado de los casos de feminicido, con respecto a las características del agresor, vínculo con la víctima y lugar de ocurrencia del crimen, aún no se encuentra a disposición  información estadística periódica (pública y oficial), como parte de estas secciones que informe sobre la situación de los casos. En los documentos estadísticos mencionados  anteriormente se puede obtener información de sentencias en los cuadros de los casos aunque de manera general.

f)
Otros? Especifique………………………………..
En caso de contar con dicha información, incluir dichas cifras. En caso de no contar con dicha información, explicar qué medidas se han adoptado para  contar con dichas cifras en el futuro
/.

36.
¿Existe algún mecanismo u órgano de coordinación entre los institutos de las mujeres y las entidades públicas que elaboran y recopilan estadísticas nacionales, para mejorar la recopilación estadística en materia de violencia contra las mujeres? En caso de que exista, explicar cuál es, sus objetivos y funciones
/.

Existe un Convenio Marco de Cooperación Interinstitucional entre el Ministerio de la Mujer y Desarrollo Social (MIMDES) y Instituto Nacional de Estadísticas e Informática (INEI). Ver:

http://www.mimdes.gob.pe/attachments/292_Convenio%20MIMDES-INEI.pdf)

El convenio tiene como objetivo integrar los esfuerzos del INEI y del MIMDES, para la generación de estudios, investigaciones e intercambio de información estadística sobre la situación socioeconómica de la población que permita al ministerio diseñar la formulación de políticas sociales, así como propuesta técnicas orientadas a promover los derechos de la mujer, el desarrollo de capacidades, el acceso e igualdad de oportunidades y desarrollo humano y social de la población en situación de riesgo social y vulnerabilidad. Es así que el se compromete a: incluir la desagregación de las preguntas con enfoque de género en el recojo de información de los censos y encuestas que elabora (ENAHO, ENDES, EPE), los Compendio Estadísticos, condiciones de Vida en los Departamentos, Encuesta Demográfica y de Salud Familiar (ENDES), también incluyen estadísticas desagregadas por sexo; para el cálculo de los indicadores, cuando el número de casos lo permite, la desagregación es realizada por sexo, área y departamentos; mostrando así las brechas de género existentes. Los informes y estadísticas mensuales y trimestrales (Género, Situación de la Niñez y del Adulto Mayor, Condiciones de Vida de los Hogares, Situación del

Mercado Laboral en Lima Metropolitana), se elaboran con enfoque de género así como el análisis de las publicaciones. 
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�.Basada en la recomendación 4 (Rec. 4) del Informe Hemisférico e indicador 1.1.a del documento de Indicadores para Seguimiento de las Recomendaciones del CEVI.


�.	Indicador 1.1.b.


�.	Rec13 e indicador 1.1.c.


�.	Rec13.


�.	Rec12 e indicador 1.1.d.


�.	Rec10 e indicador 1.1.e.


�.	Rec14 e indicador 1.1.g.


�. 	De acuerdo a la Declaración sobre el Femicidio del CEVI (MESECVI/CEVI/DEC. 1/08), del 15 de agosto de 2008, el femicidio es “la muerte violenta de mujeres por razones de género, ya sea que tenga lugar dentro de la familia, unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal; en la comunidad, por parte de cualquier persona, o que sea perpetrada o tolerada por el Estado y sus agentes, por acción u omisión”.


�.	Rec37 e indicador. 


�.	Rec33.


�.	Derivada de Rec33.


�.	Definida en el art. 15 de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de Venezuela como: “la apropiación del cuerpo y procesos reproductivos de las mujeres por personal de salud, que se expresa en un trato deshumanizador, en un abuso de medicalización y patologización de los procesos naturales, trayendo consigo pérdida de autonomía y capacidad de decidir libremente sobre sus cuerpos y sexualidad, impactando negativamente en la calidad de vida de las mujeres”.


�.	Se propone pregunta vinculada a violencia desde el Estado e incisos c), d) y e), teniendo en cuenta su inclusión en el Cuadro 4 del Informe Hemisférico.


�  Como antecedente normativo, tenemos la Ley de Política Nacional de Población (Decreto Legislativo Nº 346 del 05 de Julio de 1985), que establece expresamente su adhesión a los Tratados Internacionales ratificados por el Perú, garantizando el derecho de la persona a la salud integral y al libre desenvolvimiento de su personalidad y establece como objetivo lograr una reducción significativa de la morbi-mortalidad, mejorando los niveles de salud y de vida de la población.


� Proyecto de Ley Nº 207/2006-CR, Proyecto de Ley Nº 1055/2006-CR,  Proyecto de Ley No 2723/2008 – CR, y Proyecto de Ley 3189/2008 – CR.


� Artículo 173º inciso 3 del Código Penal, modificado en el año 2006 mediante la ley N° 27804 penaliza las relaciones sexuales efectuadas por menores y entre menores de 18 años aún si se produce con el consentimiento de estos.


� Balance de la Normatividad y po0líticas públicas a favor del acceso de adolescentes a servicios de prevención y atención integral en SSR/VIH Y SIDA. Elaborado por: Huaita, M y Vila, C. Ministerio de Salud. Fondo de Población de las Naciones Unidas. Lima. 2008.


�. Definida en el art. 15 de la Ley Orgánica sobre el Derecho de las Mujeres a una Vida Libre de Violencia de Venezuela como: “la apropiación del cuerpo y procesos reproductivos de las mujeres por personal de salud, que se expresa en un trato deshumanizador, en un abuso de medicalización y patologización de los procesos naturales, trayendo consigo pérdida de autonomía y capacidad de decidir libremente sobre sus cuerpos y sexualidad, impactando negativamente en la calidad de vida de las mujeres”.


�. Se propone pregunta vinculada a violencia desde el Estado e incisos c), d) y e), teniendo en cuenta su inclusión en el Cuadro 4 del Informe Hemisférico.


� El Centro de Promoción y Defensa de los Derechos Sexuales y Reproductivos – PROMSEX y el Instituto de Defensa Legal - IDL


�. Rec18 y 19, y los indicadores de la sección 1.3.


�. Tema tomado del cuestionario de la ONU para implementar la base de datos coordinada sobre violencia contra las mujeres, octubre 2006. La Secretaría la propuso como complemento a la pregunta 11 sobre planes nacionales. La propuesta fue modificada por el CEVI en su V Reunión.


�. Rec24 y 31, e indicador 2.5.2. Se incluye en esta pregunta a fuerzas militares y policiales, que no fueron  consideradas en el cuestionario de la Primera Ronda de Evaluación Multilateral.


� Rec29 e indicadores 2.1.b y 2.4.


�  D.S. Nº 002-98-JUS. Reglamento del Texto Único Ordenado (TUO) de la Ley de Protección Frente A La Violencia Familiar.


�  Resolución Administrativa N° 186-2009-CE-PJ del Consejo Ejecutivo del Poder Judicial.


�  Instituto de Defensa Legal. Justicia Comunitaria en los Andes: Perú y Ecuador. Las Mujeres en las Justicia comunitaria: Víctimas, Sujetos y Actores. IDL: Lima, 2009. Página 96. 


�	 Ibíd. Pág. 97.


� Acuerdo Plenario Nº 1-2009/CJ -116 del 13 de noviembre de 2009. Página 6.


� Ibid. Pág. 97. Encontramos en ese sentido que una mujer afirmó sobre las consecuencias negativas de insistir en la convivencia: “las autoridades le hacen regresar una y otra vez a su casa; hasta que al final el hombre la ha matado, tiene muchos hijos. Si eres casada así te hacen regresar qué vas a hacer, así pues hasta que le han matado”. 


� TUO de la Ley N° 26260, Ley de Protección frente a la Violencia Familiar. Art. 5: (…) El Ministerio Público cuenta con un registro para los casos de violencia familiar donde se consignan todos los datos de la víctima y del agresor, la tipificación del delito o falta que corresponda, la existencia de denuncias anteriores y otros datos necesarios con el objeto de implementar un sistema de registro de casos de violencia familiar. (Párrafo incorporado por el � HYPERLINK  \l "!--_#ID:peru%3Ar%3A49e222?cid=peru&an=J"��Artículo 3 de la Ley N° 29282�, publicada el 27 noviembre 2008).


� � HYPERLINK "http://www.pnp.gob.pe/estadistica_policial/estadisticas.asp"��http://www.pnp.gob.pe/estadistica_policial/estadisticas.asp� (revisado en la web el 11 de mayo de 2010).


� Ley de protección frente a la violencia familiar. Art.5.


� El proyecto estaba denominado como “Curso de Capacitación en Asuntos de Género y Violencia Familiar dirigido a oficiales y sub oficiales de la Policía Nacional del Perú” y abarcaba 6 regiones del Perú”


� YAÑEZ DE LA BORDA, Gina y MACASSI Ivonne. Mapeo de las Comisarías de Mujeres en Perú. Lima, CMP Flora Tristán y Movimiento Manuela Ramos, 2008. p. 32 y 33.


� Artículo 151 de la Constitución “La Academia de la Magistratura, que forma parte del Poder Judicial, se encarga de la formación y capacitación de jueces y fiscales en todos sus niveles, para los efectos de su selección. Es requisito para el ascenso la aprobación de los estudios especiales que requiera dicha Academia”.


� Oficio Nº 8835-2010-MP-FN-SEGFIN, de fecha 17 de junio de 2010. Respuesta a pregunta 2.


� Información extraída de la web del Minsiterio Público.  � HYPERLINK "http://www.mpfn.gob.pe/iml/distritos_dml/servicios_dml.php?iddj=43" �http://www.mpfn.gob.pe/iml/distritos_dml/servicios_dml.php?iddj=43� (revisado 28 de mayo de 2010).


� JUSDEM. Protocolo de atención para facilitar el acceso de la ciudadanía a la justicia. Lima, 2006.


� Oficio Nº 8835-2010-MP-FN-SEGFIN, de fecha 17 de junio de 2010. Respuesta a pregunta 3.


� Artículo 24°.- Coordinación del Fiscal con la Unidad de Asistencia a Víctimas y Testigos (…) También se derivará, aun cuando no se hubieran dictado medidas de protección, siempre que la presunta víctima siga habitando en el mismo domicilio que el agresor y/o se encuentre en proceso de separación, sea dicha situación formal o no. Cuando un Fiscal de Familia deje de conocer un caso, lo comunicará a la citada Unidad de Asistencia, informando que Fiscalía de Familia, Mixta o Penal continuará con el conocimiento de la respectiva investigación.


� Artículo 28 de la Directiva 005-2009-MP-FN del Ministerio Público.


� Decreto Supremo N° 008-2001-PROMUDEH.


� Reglamento de Organización y Funciones del MIMDES, Decreto Supremo 011-2004-MIMDES.


� Citado en el artículo electrónico: JORGE LUIS CARDEÑA ZARAUZ. La asistencia de víctimas y testigos en el Perú. � HYPERLINK "http://www.teleley.com/articulos/art-111208.pdf" �http://www.teleley.com/articulos/art-111208.pdf�. Página 2.


� Rec34 e indicadores 1.1.f y 1.2.a (cuantitativo). 


� Villanueva,  Rocío. Homicidio y feminicidio en el Perú. Lima, Observatorio de Criminalidad del Ministerio Público, 2009. p. 68.


� Ibidem


� Oficio Nº 8835-2010-MP-FN-SEGFIN, de fecha 17 de junio de 2010. Respuesta a pregunta 4.


� Información extraída de web: � HYPERLINK "http://www.minsa.gob.pe/ocom/prensa/notadeprensa.asp?np_codigo=4458&mes=2&anio=2007"��http://www.minsa.gob.pe/ocom/prensa/notadeprensa.asp?np_codigo=4458&mes=2&anio=2007�. Revisada el 26 de mayo de 2010.


� Información extraída de la web � HYPERLINK "http://www.minsa.gob.pe/portal/AOE/guias_atencionintegrali_dela_salud_sexual_y_reproductiva.pdf" �http://www.minsa.gob.pe/portal/AOE/guias_atencionintegrali_dela_salud_sexual_y_reproductiva.pdf�. 


� Rec.28 e indicador 2.3.2.


� Expediente 2209-08. Recurso de Nulidad Nº 5300-2008 de fecha 13 de mayo de 2009. Considerando cuarto.


� Expediente 2209-08. Recurso de Nulidad Nº 5300-2008 de fecha 13 de mayo de 2009. Considerando sexto.


�. Rec32.


�. Rec32 e indicadores de la sección 2.2. Servicios basados en las preguntas del cuestionario de la Primera Ronda de Evaluación Multilateral.


�. Rec32.


�. Sección tomada del punto 4 del documento de indicadores, y recomendaciones de Andrew Morrison a la sección de Información y Estadística del Informe Hemisférico; Rec.39 y 40.


�.  Recomendación 51, también recogida por Andrew Morrison.


�. Sugerencia de Andrew Morrison.


�. Indicadores cualitativos de la sección 3.


�. De acuerdo a la Declaración  sobre el Femicidio del CEVI (MESECVI/CEVI/DEC. 1/08), del 15 de agosto de 2008, el femicidio es “la muerte violenta de mujeres por razones de género, ya sea que tenga lugar dentro de la familia, unidad doméstica o en cualquier otra relación interpersonal; en la comunidad, por parte de cualquier persona, o que sea perpetrada o tolerada por el Estado y sus agentes, por acción u omisión”.


�. Indicadores cuantitativos de la sección 3.


�. Rec.46, también recogida en las sugerencias de Andrew Morrison.
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